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8.1  Introducción

Frenar y revertir el contundente proceso de deterioro de 
la biodiversidad en todos sus niveles de organización (ge-
nética, específica y ecosistémica) es uno de los mayores 
retos que enfrenta el mundo actual, y México no es la ex-
cepción (Dirzo y Raven 2003, capítulo 19 del volumen II 
de esta obra). Poco a poco se comienza a reconocer no 
sólo el valor intrínseco que tiene la diversidad biológica 
en sí, sino su importancia en el mantenimiento de los 
sistemas necesarios para la vida y la biosfera, incluyendo 
una diversidad de servicios ecológicos para el bienestar 
humano que son parte del capital natural de los países 
(Myers 1996; Daily 1997; Dasgupta 2009). En las últimas 
décadas, México ha implementado una serie de acciones 
a favor del medio ambiente y ha adquirido compromisos 

en este sentido frente a la comunidad internacional (capí
tulo 7 de este volumen). Para lograr las metas estableci-
das se han desarrollado diversos instrumentos de política 
ambiental, entre los que se encuentran la ampliación y 
consolidación de las áreas naturales protegidas, la planea
ción ambiental, los ordenamientos ecológicos del terri
torio (oet), los instrumentos económicos, la regulación 
ambiental de los asentamientos humanos, la evaluación 
de impacto ambiental, las normas oficiales mexicanas en 
materia ambiental, la autorregulación y las auditorías am-
bientales, así como la investigación y educación ambien-
tal (Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente, lgeepa). Como instrumentos de conser
vación in situ, además de las áreas naturales protegidas 
(anp), aunque no se consignan en la lgeepa, se cuenta 
también con áreas protegidas de otros ámbitos de juris-

La conservación in situ de especies y de los hábitats que las  
	 albergan requiere estrategias de diferentes tipos que permitan 

la preservación del patrimonio natural, desde la eliminación casi 
total de actividades humanas cuando sea necesario, hasta su 
manejo sustentable.

México ha adoptado diversos mecanismos de conservación 
in situ, algunos de los cuales se utilizan ampliamente desde hace 
más de un siglo, como las áreas naturales protegidas (ap), así 
como estrategias más recientes como el ordenamiento ecológico 
(oe). El país está considerado como uno de los pioneros en la 
implementación del pago por servicios ambientales (psa), un 
mecanismo de compensación económica para quienes conser
van la integridad de los ecosistemas. Además, ha desarrollado 
estrategias como las unidades de manejo para la conservación de 
la vida silvestre (uma), que se basan en el uso sustentable de 
algunas especies de flora y fauna.

En este capítulo se sintetizan, analizan y resaltan las aportacio-
nes y limitantes más destacadas en la implementación de los ins-
trumentos de conservación in situ antes mencionados. Estos 
instrumentos muestran el potencial de su apropiación por grupos 
sociales cada vez más amplios y su inserción en temas y estrategias 
de relevancia nacional y global. A partir de las capacidades  
analizadas se reflexiona sobre los elementos que deben ser con
siderados para mejorar la gestión de la biodiversidad en el país.

Actualmente las ap abarcan una superficie importante del 
territorio nacional y, en las últimas décadas, se han incrementado 
considerablemente las capacidades institucionales, humanas y 
financieras para la gestión de las mismas.

Por otra parte, se ha avanzado de manera importante en la 
legislación que regula el aprovechamiento de la fauna y flora 
silvestres, que ha permitido la implementación de las uma como 
una estrategia para promover esquemas alternativos que 
fomenten el aprovechamiento sustentable.

Respecto al sistema de psa hay un número creciente de 
beneficiarios y una diversidad cada vez mayor de participantes y 
de variantes que han permitido la obtención de fondos 
concurrentes. También se cuenta con diferentes formas de 
ordenamiento ecológico, que abarcan desde el ámbito nacional 
hasta los ordenamientos comunitarios locales.

En este escenario alentador han surgido, sin embargo, 
múltiples dificultades que limitan los alcances de los 
instrumentos analizados. Éstas incluyen desde vacíos en la 
legislación, falta de cumplimiento de leyes y normas, falta de 
apropiación de las estrategias por parte de los directamente 
involucrados, escasez de recursos e infraestructura, hasta 
problemas científicos y técnicos, así como la ausencia de 
mecanismos de monitoreo y evaluación que permitan medir la 
eficacia y el alcance de las medidas tomadas para la conservación 
del capital natural. Aun con los retos que enfrenta México para la 
gestión ambiental, estos instrumentos se deben fortalecer dado el 
papel fundamental que tienen en la conservación del capital 
natural. Para ello es necesario incrementar las capacidades 
institucionales, humanas y financieras para la gestión de los 
mismos, así como impulsar su interacción y su apropiación por 
parte de más sectores de la sociedad. 
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dicción (estatales y municipales) y áreas privadas, que de-
nominaremos junto con las anp como ap, las unidades 
de manejo para la conservación de la vida silvestre (uma) 
y el pago por servicios ambientales (psa), así como estra-
tegias privadas, sociales y comunitarias, entre las que des-
tacan el manejo forestal sustentable (mfs), la certifica-
ción forestal y las servidumbres ecológicas, entre otras.

En este capítulo revisamos algunas de las estrategias 
desarrolladas como herramientas para la conservación in 
situ y el uso sustentable del capital natural de México (ap, 
uma, oet y psa). Esta revisión no es, ni pretende ser, 
exhaustiva en lo que a las herramientas se refiere, y se 
centra en cuatro de las más importantes por el potencial 
que representa su apropiación por grupos sociales cada 
vez más amplios y por su inserción en temas y estrategias 
de relevancia global. De esta forma será posible identifi
car las ventajas y vulnerabilidades que presenta cada una 
de ellas.

8.2  Áreas protegidas

Las áreas protegidas son parte medular de las estrategias 
de conservación en el ámbito mundial (Chape et  al. 
2005). En nuestro país hay diferentes categorías de ma-
nejo para las anp, a saber, reservas de la biosfera, parques 
nacionales, monumentos naturales, áreas de protección 
de recursos naturales, áreas de protección de flora y fau-
na, santuarios y áreas destinadas voluntariamente a la 
conservación (dof 2014a; Conanp 2016a). La última ca-
tegoría conlleva un proceso de certificación que se hizo 
efectivo con la modificación de la lgeepa en 2008 (dof 
2008), mientras que la más antigua, la figura del parque 
nacional, data de 1917 (Gómez-Pompa y Dirzo 1995). La 
Conanp administra 177 anp (25 617 251 ha) y ha certifi-
cado cerca de 379 (416 141 ha) (Conanp 2016a), las cua-
les en conjunto cubren aproximadamente 10.21% de la 
superficie continental y 1.86% de la zona económica ex-
clusiva (cuadro 8.1).

También se cuenta con ap de carácter estatal y muni-
cipal, cuyas categorías de manejo son establecidas por las 
legislaciones locales y cuyos fundamentos legales y ca-
racterísticas se encuentran descritos en el capítulo 9 del 
volumen II de esta obra. Las ap estatales y municipales 
que no se encuentran superpuestas con las anp cubren 
en conjunto cerca de 4 006 962 ha, lo cual amplía la su-
perficie protegida del país a 12.18% en la parte continen-
tal y a 1.92% en la zona económica exclusiva.1

Una particularidad de las zonas sujetas a conservación 

en México es que generalmente son áreas pobladas desde 
mucho antes de que se identificara la necesidad de prote-
gerlas, lo cual llegó a plantear una disyuntiva falsa entre 
la protección del medio ambiente en ellas y el desarrollo, 
e incluso la permanencia, de sus habitantes originales. En 
2005, cerca de 3.34% de la población de México vivía en 
alguna ap y poco más de 60% de la superficie protegida 
mediante esta figura era de propiedad social. Adicional-
mente, en la mayoría de los casos los habitantes de estas 
regiones de alto valor ecológico y cultural se encuentran 
en condiciones económicas precarias, lo que se refleja en 
que a principios del siglo xxi más de 80% de la población 
en esas áreas se clasificaba como marginada en algún gra-
do (marginación mediana, alta o muy alta) (capítulo 9 del 
volumen II). Estas características han marcado desde su 
inicio la conservación por medio de ap.

En México, la creación de ap se dio tempranamente, 
pero su consolidación fue tardía (Castañeda 2006); como 
se señala en el capítulo 3 del volumen III de esta obra, des-
de el cardenismo se privilegió, por motivos políticos, un 
criterio productivista asociado al reparto agrario y la-
mentablemente se perdió la oportunidad de que este pri-
mer impulso de conservación evitara, al menos de manera 
parcial, el grave deterioro que ha sufrido el capital natural 
del país.

En la década de 1970, marcada por preocupaciones 
ambientales en el ámbito mundial, surgió el programa El 
Hombre y la Biosfera (mab), que tenía por objetivo desa-
rrollar las bases para mejorar la relación del ser humano 
con su medio ambiente, fomentar la conservación y el 
uso racional de los recursos naturales de la biosfera e in-
crementar la capacidad de predecir las consecuencias de 
las actividades humanas. Con este enfoque surgió un nue-
vo esquema, las reservas de la biosfera (rb), que añadie-
ron varias innovaciones al concepto de las ap existentes 

Cuadro 8.1  Número y superficie de las diferentes categorías 
de anp decretadas, a agosto de 2016 (Conanp 2016a)

Categoría Número Superficie (ha)

Reservas de la biosfera 41 12 751 149

Parques nacionales 66 1 411 319

Monumentos naturales 5 16 269

Áreas de protección de recursos 
naturales

8 4 503 345

Áreas de protección de flora y fauna 39 6 795 963

Santuarios 18 150 193

Total 177 25 628 238
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a esa fecha. Por un lado, este enfoque introduce una serie 
de consideraciones ecológicas, genéticas y evolutivas para 
la selección de las reservas, y por otro, enfatiza la necesi-
dad de armonizar la conservación con el desarrollo de los 
pueblos (unesco 1984). El diseño de las rb incluye ade-
más una zonificación que determina áreas destinadas a la 
protección e investigación, áreas asignadas al uso soste-
nible de los recursos naturales y áreas de transición entre 
una y otra en las que se favorece la investigación, la educa-
ción y el turismo de bajo impacto (Batisse 2003; Smardon 
y Faust 2006). La lógica detrás de las rb fue que las comu-
nidades locales se convirtieran en aliadas de la conserva-
ción y que fueran espacios en los que se obtuviera conoci-
miento y se desarrollaran estrategias para integrar la con-
servación con el bienestar humano. Se pensaba además 
que sus beneficios se extendieran más allá de sus fronteras 
hacia el ámbito regional (Halffter 1984). Aunque aún es 
necesario que se evalúe su contribución al bienestar so-
cial de las comunidades, las rb fueron un parteaguas de 
la conservación en México por su enfoque innovador, que 
no contrapone la conservación con el bienestar humano.

8.2.1  Gestión de las áreas protegidas en México

La efectividad con la que se logra preservar la biodiversi-
dad en las ap depende de una diversidad de factores, en-
tre los que se encuentran las capacidades con las que 
cuentan las instituciones encargadas de la gestión de es-
tas áreas y la implementación efectiva de las herramien-
tas de gestión promovidas por ellas. Las principales he-
rramientas utilizadas para el manejo de estas áreas son 
los programas de manejo (pm) 2 y los programas operati-
vos anuales,3 los recursos humanos y financieros dedica-
dos a la vigilancia y el manejo del área, y las estrategias 
para fomentar la conversión productiva al uso sustenta-

ble de recursos, así como los sistemas de monitoreo y 
evaluación para dar seguimiento a la gestión y el cumpli-
miento de los objetivos de conservación, entre otras.

Hasta agosto de 2016, 104 de las 177 anp federales 
contaban con un programa de manejo publicado (cuadro 
8.2); no obstante, actualmente este dato por sí sólo no es 
suficiente para dar cuenta de una gestión efectiva, ya que 
no todos los programas están actualizados o son especí-
ficos según las condiciones de cada anp. Además, estos 
programas no siempre identifican necesidades adminis-
trativas y acciones específicas para la conservación y el 
manejo sustentable de los recursos, ni cuentan con indi-
cadores como la capacidad de carga o el límite aceptable 
de cambio conforme a las actividades permitidas en la 
zonificación propuesta.

Respecto a las ap estatales y municipales de Baja Cali-
fornia Sur, Guerrero, Hidalgo, Jalisco y Puebla contaban 
con programas de manejo, mientras que en Aguascalien-
tes, Campeche, Guanajuato, Michoacán, Nayarit, Nuevo 
León, Querétaro y Yucatán, la mitad o más de las ap con-
taba con planes de manejo; las ap de Chiapas, Durango, 
Sinaloa, Sonora, Tabasco y Tlaxcala aún no tenían pro-
gramas de manejo publicados, aunque varios se encon-
traban en proceso (figura 8.1).

La Conanp estableció en 2001 la Dirección de Evalua-
ción y Seguimiento como la responsable de diseñar y de-
sarrollar el Sistema de Información, Monitoreo y Eva
luación para la Conservación (simec). El diseño de este 
instrumento tuvo por objetivo principal establecer un 
sistema compuesto por indicadores biológicos, geográ
ficos, sociales y económicos que permitiera analizar la 
efectividad y el alcance de la aplicación de políticas pú-
blicas en las anp y otras modalidades de conservación 
(simec 2015). Sin embargo, el simec no se consolidó 
como se esperaba, en parte por los recursos escasos para 

Cuadro 8.2  Número y superficie de anp con programas de manejo (pm) publicados hasta agosto de 2016

Categoría Número con pm Porcentaje con pm
Superficie (ha)  

con pm
Porcentaje  

de superficie con pm

Reservas de la biosfera 37 90.24 12 006 863.77 94.2

Parques nacionales 33 50.00 878 609.50 62.3

Monumentos naturales 5 100.00 10 230.32 62.9

Áreas de protección de recursos naturales 0 0.00 0.00 0.0

Áreas de protección de flora y fauna 27 69.23 3 183 623.08 46.8

Santuarios 2 11.11 147 546.25 98.2

Total 104 58.76 16 226 872.92 63.3

Fuente: Conanp 2016b.
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su implementación, por lo que la información que pro-
porciona es limitada.

Probablemente uno de los componentes de gestión 
que pueden tener un efecto significativo para conservar 
la biodiversidad en las ap es la promoción de opciones 
productivas sustentables entre las poblaciones que viven 
dentro o en las vecindades de éstas y cuyos modos de sub-
sistencia no son favorables para la conservación de los 
componentes bióticos. Sin estas alternativas, las activi-
dades productivas de alto impacto seguirán provocando 
cambios de uso del suelo y el uso no sostenible de la bio-
diversidad. En el ámbito federal, la Conanp impulsó la 
Estrategia de Conservación para el Desarrollo, para pro-
mover la conservación y la reducción de la pobreza por 
medio del desarrollo armónico de las actividades pro-
ductivas entre las comunidades rurales e indígenas tanto 
en ap como otras regiones prioritarias (Conanp 2010). 
Desafortunadamente no se cuenta con datos que indiquen 
el éxito de las actividades que se promueven a partir de 

esta estrategia, por lo que no es posible evaluar el alcance 
socioeconómico que tienen en la conservación progra-
mas como el de empleo temporal (pet) o el Programa de 
Conservación para el Desarrollo Sostenible (Procodes). 
De esta forma, sólo se cuenta con elementos para evaluar 
el desempeño de los programas, pero no su alcance, y éste 
es un aspecto que requiere atención urgente.

Además de asegurar el cumplimiento de los objetivos 
de conservación en las ap es necesario establecer prác
ticas de manejo sustentable del territorio en áreas más 
extensas. Para lograrlo se pueden utilizar diversos instru-
mentos tanto de la política ambiental gubernamental 
(uma, psa, oe, zonas de restauración) como de iniciati-
vas sociales o internacionales [ordenamiento comunita-
rio del territorio, reservas comunitarias, certificación fo-
restal, aprovechamiento pesquero certificado, humedales 
Ramsar y servidumbres ecológicas, así como corredores 
biológicos (sensu cbm-m), entre otras (capítulos 3 y 5 del 
volumen III)], cuya amplia implementación en el territo-

Figura 8.1  Porcentaje de las áreas protegidas estatales y municipales (decretadas hasta abril de 2015) que hasta esa fecha 
contaban con un programa de manejo publicado en el dof (pm).  

Fuente: Consultas a los estados realizados por conducto del ifai y páginas web de los estados.  
Nota: La información de Hidalgo es hasta 2011.4
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rio nacional tiene el potencial de provocar las sinergias 
necesarias para mantener la integridad ecológica de los 
ecosistemas y la viabilidad de las poblaciones de flora y 
fauna, así como su variabilidad genética. En el recuadro 
8.1 se analiza el proceso de reconversión productiva como 
una de las estrategias de desarrollo territorial que se han 
implementado en el Corredor Biológico Mesoamerica-
no-​México, en la región de Marqués de Comillas.

8.2.2  Evaluación de la efectividad  
de las áreas protegidas en México

A pesar de los esfuerzos realizados, la pérdida y degrada-
ción de la vegetación son frecuentes en las ap tanto fede-
rales como estatales y municipales. En algunos casos, los 
procesos de deterioro se dan a tasas incluso mayores que 
las observadas en las zonas circundantes no protegidas 
(Sánchez-Cordero et al. 2011). Por esta razón la evalua-
ción de la efectividad de las ap se convierte en uno de los 
instrumentos de gestión de mayor relevancia, ya que per-
mite a las instituciones y a la ciudadanía saber si los es-
fuerzos de conservación son adecuados o si se requiere 
un cambio de estrategia en el manejo de un área. Cabe 
mencionar que México adoptó en 2004 el Programa de 
Trabajo sobre Áreas Protegidas del Convenio sobre la 
Diversidad Biológica y que entre los acuerdos estableci-

dos se encuentra la evaluación de la representatividad 
ecológica y la efectividad de los sistemas de ap (véase el 
capítulos 9 y 16 del volumen II), así como el compromiso 
de llevar a cabo una evaluación de las capacidades para 
su manejo y de los recursos financieros dedicados a la 
conservación (véase Bezaury-Creel et al. 2011).

La evaluación de la integridad ecológica de las ap in-
cluye una diversidad de enfoques, escalas y métodos. En-
tre los indicadores que se pueden utilizar para estos ejer-
cicios se encuentra la evaluación de los procesos y fun-
ciones ecológicas, la viabilidad y persistencia de ciertas 
especies, la estabilidad de los ecosistemas, la envergadu-
ra de las amenazas que enfrentan las ap y los cambios de 
uso del suelo y vegetación (Sánchez-Cordero et al. 2011). 
En México, el principal método utilizado para evaluar las 
ap de ambientes terrestres ha sido analizar los patrones 
de cambio de uso del suelo y las modificaciones en la 
vegetación, que con las capacidades actuales son relativa-
mente fáciles de medir (véanse el recuadro 9.3 del volu-
men II; Figueroa y Sánchez Cordero 2008; Rayn y Suther-
land 2011).

El estudio de Figueroa y Sánchez Cordero (2008) de-
muestra que, en general, más de la mitad de las ap fede-
rales y estatales han sido efectivas para contener los pro-
cesos de cambio de uso del suelo, y entre ellas destacan 
las rb, por ser la categoría de ap que cuenta con mayor 

Recuadro 8.1  El Corredor Biológico Mesoamericano, estrategia de desarrollo territorial  
que integra políticas públicas orientadas a la conservación de la biodiversidad

Xóchitl Ramírez  •  Rafael Obregón

Los corredores biológicos son espacios integradores de los 
instrumentos ambientales y tienen el potencial de alinear con 
ellos otros instrumentos de política social y económica 
(volumen III de esta obra, apartado 5.4.2).

En este recuadro se hace énfasis en la experiencia del 
Corredor Biológico Mesoamericano-México (cbmm) para la 
gestión de una agenda transversal, a partir de la inserción de 
lineamientos ambientales en las reglas de operación de otros 
sectores y en el diseño y la ejecución de proyectos de 
desarrollo territorial, como es el caso del proyecto piloto que 
se implementa en la región de La Selva, en el estado de 
Chiapas.

El trabajo del cbmm se ubica en áreas prioritarias por la 
riqueza biológica que aún conservan, en especial en las áreas 

naturales protegidas de los estados del sur-sureste de México. 
Su objetivo principal es promover la conectividad biológica 
entre los ecosistemas aún conservados, para garantizar con 
ello la sobrevivencia y adaptación a fenómenos inducidos por 
el cambio climático y otros factores antropogénicos sobre 
múltiples especies de flora y fauna, así como sostener el 
aprovechamiento de diversos servicios ambientales que 
dependen de que la integridad de los ecosistemas se 
mantenga. Para lograrlo, el cbmm propone transitar de la 
gestión sectorial hacia una de carácter territorial, la cual 
permita alinear las políticas públicas que al mismo tiempo 
conserven y restauren ecosistemas, promuevan una 
producción sustentable y mejoren las condiciones de vida de 
las comunidades humanas ahí establecidas. Esto es 
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particularmente necesario en el trópico húmedo, donde se 
presentan las tasas de desforestación más altas del país debido 
a cambios de uso del suelo para fines agropecuarios.

El enfoque territorial aplicado por el cbmm propone una 
estrategia de intervención que considera el fomento de la 
conservación y la conectividad biológica como un proceso 
socioambiental y productivo que se construye en un territorio. 
De esta manera, la formación de corredores biológicos es el 
resultado de la aplicación consciente y concertada de políticas 
y acciones que reúnen a diferentes actores y agentes del 
desarrollo. El eje rector de acuerdos y alianzas es el fomento de 
buenas prácticas productivas y organizativas, que basen su 
pertinencia en la valoración de los recursos biológicos como 
activos fundamentales en el sostenimiento de la 
productividad, la diversificación productiva y el acceso a 
nuevos mercados.

El universo privilegiado de trabajo lo constituyen los 
productores, dueños y poseedores de los recursos naturales 
organizados, ya sea en comunidades agrarias o en 
organizaciones productivas. Estos productores, en forma 
individual y colectiva, constituyen unidades de producción, en 
su mayoría diversificadas, lo que significa que por sí mismos 
organizan espacial y temporalmente actividades agrícolas, 
pecuarias y forestales. Con ellos, el cbmm trabaja de manera 
directa en la gestión de su territorio con base en el 
establecimiento de acuerdos y planes de trabajo (parcelarios y 
comunitarios), asociados a inversión productiva, y conforman 
sociedades locales y grupos de trabajo comprometidos con la 
conservación de la biodiversidad y el desarrollo de sistemas de 
producción sustentables.

La estrategia del cbmm, contempla las siguientes líneas de 
trabajo, que se abordan considerando diferentes escalas: 
región, microrregión, comunidad y parcela:

1.	 Obtiene y proporciona información sistematizada acerca de 
recursos biológicos, condiciones productivas, problemas de 
deterioro y oportunidades técnicas y económicas. Con ello 
se establece una línea base que describe la relación de los 
pobladores con sus recursos naturales, lo que permite 
identificar limitantes y fortalezas para la conservación y el 
desarrollo.

2.	 Propone arreglos de coordinación interinstitucional con 
base en el diseño de proyectos integrales y multiescala, 
expresados en planes de desarrollo parcelarios y 
comunitarios, para que las inversiones públicas y privadas 
se orienten en el sentido de la conservación y el uso 
sustentable.

3.	 Fomenta opciones productivas encaminadas a sustituir 
prácticas indeseables, como el uso del fuego, propias de los 

sistemas productivos extensivos (roza, tumba y quema, y la 
ganadería extensiva son los ejemplos más conspicuos), para 
posteriormente inducir la reconversión productiva hacia 
agroecosistemas sustentables, que permitan frenar los 
procesos de deterioro y modificar el paisaje productivo, 
fomentando la conectividad entre tramos de ecosistemas 
conservados.

4.	 Impulsa la capacitación y el seguimiento asociados al 
fortalecimiento de las capacidades locales, en temas 
técnicos, organizativos y financieros.

5.	 Coadyuva a la consolidación y permanencia de procesos 
productivos sustentables a los cuales concibe como 
resultados propios de planes de negocio exitosos, asociados 
a mercados que reconozcan los beneficios ambientales de 
las actividades productivas.

6.	 Evalúa los resultados en cuanto a sus impactos a partir del 
monitoreo de ecosistemas y especies asociados al 
desarrollo de actividades productivas y de las condiciones 
de vida de la población.

7.	 Promueve la investigación científica asociada a la resolución 
de problemas microrregionales o al desarrollo de 
innovaciones dirigidas al aprovechamiento sustentable de 
los recursos biológicos.

Visto de esta manera, la operación del cbmm va más allá  
de la búsqueda de cambios y mejoras en las reglas de 
operación de los programas públicos de apoyo al campo, para 
que éstos consideren criterios ambientales en su ejecución. 
Más bien, como parte de la Conabio, el cbmm busca 
constituirse como la instancia que demuestre que la 
conservación biológica in situ es posible en territorios rurales 
caracterizados por un paisaje productivo, actualmente 
inmerso en procesos de pérdida de la riqueza biológica, 
erosión genética y pérdida de los conocimientos 
“tradicionales” sobre el aprovechamiento y uso de la 
biodiversidad. Con ello, pretende obtener el conocimiento 
pertinente para detonar procesos de intervención pública que 
garanticen la transversalidad de las políticas públicas hacia el 
desarrollo rural sustentable.

En este sentido, uno de los resultados sobresalientes del 
trabajo del cbmm ha sido la incorporación, a partir de 2007, 
del concepto “corredor” en la agenda de transversalidad de la 
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(Semarnat) y en la Agenda Nacional de Adaptación y 
Mitigación del Cambio Climático. Con este marco se convino 
la participación con la Secretaría de Agricultura, Ganadería, 
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) para trabajar 
en dos aspectos complementarios: la inclusión de criterios de 
sustentabilidad ambiental y de conservación de la 
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biodiversidad en sus reglas de operación, y la ejecución por 
parte de la Conabio de un proyecto piloto, el Programa de 
Desarrollo Rural Sustentable en los Corredores Biológicos de 
Chiapas.

En junio de 2008 se firmó el convenio de colaboración 
entre ambas instituciones para realizar acciones de 
sustentabilidad ambiental en las zonas agropecuarias ubicadas 
en regiones prioritarias debido a la riqueza biológica que 
sostienen. El programa se lleva a cabo en los municipios de 
Benemérito de las Américas, Marqués de Comillas, Maravilla 
Tenejapa y Ocosingo, en la región de La Selva. Las metas 
formaron parte de la agenda de transversalidad Sagarpa-
Semarnat en el Programa Especial de Cambio Climático 
(2008‑2012), en específico en cuanto a: 1] frenar el cambio de 
uso de suelo en selvas y 2] frenar el uso del fuego como 
práctica agropecuaria, para fomentar la transición hacia 
sistemas agroecológicos.

Durante dos años se invirtieron 43 millones de pesos  
en 33 ejidos, en apoyo directo a un total de 2 536 
productores, 1 070 hombres y 1 466 mujeres. En todos los 
núcleos agrarios se promueven las buenas prácticas 
productivas y se apoya a cada uno de los productores que las 
ejecutan, siempre que estén dispuestos a acordar con la 
Conabio una serie de compromisos para conservar y usar 
sustentablemente la biodiversidad. Entre ellos destacan la 
eliminación del uso del fuego como práctica agropecuaria, la 
disminución en el uso de agroquímicos y la conservación de 
los ecosistemas (flora y fauna) que aún mantienen en sus 
unidades productivas. También se comprometen a permitir la 
evaluación de los resultados por medio del sistema de 
monitoreo del cbmm.

Con este proyecto se ha buscado favorecer o “premiar” a 
las comunidades y los productores que han acordado 
inscribirse en el programa Pago por Servicios Ambientales de 
la Conafor. El reto es establecer mejoras productivas que a la 
postre disminuyan los costos financieros ocasionados por los 
subsidios a la conservación que acarrean los psa, para que 
prevalezcan las inversiones en actividades productivas que 
beneficien la capacidad de los ecosistemas para proveer 
servicios ambientales.

Cada uno de los productores concreta estos compromisos 
en planes de desarrollo parcelarios y comunitarios, a partir de 
los cuales se acuerda el uso que se le dará a su dotación 
agraria, de conformidad con la aptitud de sus terrenos y los 
recursos biológicos con que cuenta. Así, se conviene con cada 
ejidatario la restauración de sus riberas, la conservación de los 

remanentes de selva, el enriquecimiento de sus acahuales, la 
intensificación de la ganadería con sistemas silvopastoriles, la 
sedentarización de sus milpas y la producción de alimentos 
básicos. Con las mujeres se trabaja en el ordenamiento del 
traspatio, el uso de recursos como el agua y la leña y el manejo 
de los residuos dentro del hogar, y con algunos grupos se está 
empezando a ejecutar proyectos colectivos de mujeres, como 
las cajas de ahorro que, con el tiempo, podrán ser uno de los 
instrumentos financieros para el desarrollo de proyectos como 
los descritos.

El conjunto de planes parcelarios y comunitarios de 
producción constituye en los hechos un ordenamiento del 
territorio, que pone en el centro de la atención la conservación 
de la biodiversidad como un medio para elevar la 
productividad de la tierra.

Para cada unidad de producción se establece una ruta 
incremental de mejora de capacidades técnicas, organizativas 
y financieras. Los avances respectivos permiten desarrollar 
sociedades productivas capaces de ejecutar proyectos 
concebidos como planes de negocio. Son proyectos “ancla”, 
por considerarse detonadores de procesos de capitalización y 
creación de empleo, al mismo tiempo que permiten conservar 
importantes extensiones de selva aún intacta. Se trata de 
proyectos innovadores dirigidos a mercados verdes, que 
cumplen también una función demostrativa.

Ejemplos de proyectos “ancla” son las unidades de manejo 
y aprovechamiento de vida silvestre de mariposas y de 
venados que operaron por primera vez en la región. Asimismo 
se impulsan proyectos de turismo de naturaleza, que buscan 
aprovechar el valor paisajístico de los ecosistemas conservados 
por los ejidos. También se construye y equipa una red de 
módulos para la ganadería sustentable, los cuales articulan la 
producción de leche y carne, y potreros con sistemas 
silvopastoriles, con lo que se logra incrementar la 
productividad, reducir la evapotranspiración del agua y 
mantener la cobertura forestal, así como conservar los cauces 
de los arroyos y evitar el uso del fuego. Otro ejemplo es el 
fomento de la agricultura protegida mediante la instalación de 
invernaderos para el cultivo orgánico, por ejemplo, de chile, 
que de otra manera utilizaría gran cantidad de sustancias 
agroquímicas.

Cada uno de los proyectos descritos requiere 
acompañamiento técnico permanente a fin de incrementar 
las capacidades locales para la conservación de la 
biodiversidad. Se apoyan los procesos de planeación 
comunitaria, se dan cursos, se promueven intercambios entre 

Recuadro 8.1  [ continúa ]
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campesinos y se capacita a promotores comunitarios que 
viven en los ejidos y que amplían la capacitación a la totalidad 
de los participantes en el programa, además de dar 
seguimiento puntual a las actividades. Además del 
entrenamiento en las necesidades técnicas de los proyectos, 
los promotores se capacitan en aspectos administrativos para 
que puedan apoyar a los grupos en la contabilidad de los 
recursos que reciben de las instituciones y haya transparencia 
y rendición de cuentas. Los promotores son un gran apoyo a 
la gestión comunitaria y contribuyen en el monitoreo y la 
evaluación de las actividades del programa.

Los resultados más sobresalientes han sido:

•	 Estabilización de 20 000 hectáreas bajo aprovechamiento y 
la protección de 66 000 hectáreas de selva tropical, a partir 
de acuerdos de conservación y desarrollo, y de planes de 
producción parcelarios con 1 500 unidades de producción 
agropecuarias.

•	 Reconversión productiva de más de 2 000 hectáreas con 
sistemas agropecuarios extensivos, por medio de proyectos 
de agroecología para la producción familiar y milpa 
sustentable y semiestabulación silvopastoril, que limitan la 
presión y abren la puerta hacia la recuperación de 
cobertura forestal de alrededor de 20 000 hectáreas con 
potreros o en descanso (barbechos).

•	 Puesta en marcha de seis estrategias productivas  
(planes de negocio): aprovechamiento de vida silvestre, 
ganadería sustentable, tecnificación de la agricultura en 
vega, agricultura protegida, turismo de naturaleza y 
acuicultura. Estas estrategias involucran a 21 organizaciones 
de productores en el fortalecimiento de cadenas 
productivas, la relación favorable con los mercados y el 
reconocimiento del valor de productos favorables 
ambientalmente.

•	 Incremento de capacidades locales, con base en la 
formación de 56 promotores (50% hombres y 50% 
mujeres).

•	 Desarrollo de un sistema de información digital como 
herramienta de planeación, evaluación y monitoreo de los 
alcances del proyecto, por medio del desarrollo de datos 
geográficos y estadísticos a escalas local, municipal y 
regional.

•	 Diseño de mecanismos técnicos, administrativos y 
financieros para la aplicación de apoyos de inversión 
provenientes de los programas sectoriales, con distintas 
reglas de operación.

•	 Operación de seis cajas de ahorro comunitario 
administradas por 80 mujeres.

A partir de 2010 se integró a este trabajo un Programa 
Especial de Reforestación que será financiado con recursos de 
la Conafor. Este programa fortalecerá los planes parcelarios 
acordados con las unidades de producción vinculadas al 
Programa Sagarpa-Conabio. A su vez, la Conafor apoyará los 
compromisos de los productores en materia de restauración 
de riberas, reforestación y plantaciones dentro de sus parcelas, 
y financiará proyectos de turismo de naturaleza y de manejo y 
aprovechamiento de la vida silvestre y los recursos forestales, 
además de incrementar la superficie de selva que recibe pagos 
por servicios ambientales.

El cbmm implementa sus acciones en coordinación con 
aliados pertenecientes a la sociedad civil y que cuentan con 
años de experiencia en el trabajo regional, entre los que 
destacan: Natura y Ecosistemas Mexicanos, A.C.; Capacitación, 
Asesoría, Medio Ambiente y Defensa del Derecho a la Salud, 
A.C; Centro de Investigación en Geografía y Geomática “Ing. 
Jorge L. Tamayo”, A.C. (Centro Geo, perteneciente al sistema 
de centros públicos de investigación del Conacyt); 
Cooperativa ambio, S.C. de R.L.; Sistema Producto Chile del 
Estado de Chiapas, A.C.; Servicios Agropecuarios Tuchtlan, S.A. 
de C.V.; Centro Interdisciplinario de Biodiversidad y Ambiente, 
A.C., y la Universidad Autónoma de Chiapas. También se 
cuenta con el apoyo de organismos internacionales como el 
Banco Mundial y la Agencia de Estados Unidos para el 
Desarrollo Internacional (usaid).

En resumen, el cbmm establece acuerdos comunitarios e 
institucionales para que la actividad productiva en territorios 
que albergan gran diversidad biológica se lleve a cabo de tal 
manera que ésta se conserve e incremente. Para lograrlo se 
basa en el trabajo de las organizaciones de la sociedad civil, 
utiliza la mejor información sobre biodiversidad disponible, 
orienta la inversión pública por medio de un Programa de 
Desarrollo Rural Sustentable en Corredores Biológicos, define 
con los productores individuales los planes productivos 
parcelarios y con sus organizaciones los proyectos productivos 
orientados al mercado, y finalmente monitorea y evalúa sus 
actividades y resultados. La información sobre biodiversidad 
que brinda y custodia la Conabio representa, en el caso del 
cbmm, un instrumento privilegiado para orientar la inversión, 
medir y evaluar sus efectos y contribuir a elevar las 
condiciones de vida de la población, poniendo en el centro de 
atención la conservación de su patrimonio natural.
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porcentaje de áreas efectivas. En el recuadro 8.2 se exa-
mina la influencia del contexto socioeconómico sobre los 
procesos de cambio en las rb. Rayn y Sutherland (2011) 
analizaron la tasa de cambio dentro y fuera de 28 ap del 
centro y sur de México entre 1973 y 2000. El cambio de 
uso del suelo fue en promedio 3.5 veces menor en las zo-
nas núcleo que en las zonas de amortiguamiento, y 1.4 
veces mayor en áreas circundantes en comparación con el 
resto de la ap. A pesar de que la pérdida de vegetación fue 
9.3 veces menor dentro de las ap que fuera de ellas, 59.1% 
presenta algún grado de pérdida de su cobertura vegetal.

8.2.3  Retos sociales e institucionales

Las ap enfrentan graves dificultades en todo el mundo 
(Borgerhoff-Mulder y Coppolillo 2005). Las amenazas a 
su viabilidad y al cumplimiento exitoso de sus objetivos 

son comunes a la mayoría de las ap en las que habitan 
comunidades humanas, razón por la cual las autoridades 
responsables de la gestión de esas áreas tienen un impor-
tante reto para asegurar la conservación de la biodiversi-
dad que albergan. En el cuadro 8.3 se presentan algunos 
aspectos relacionados con la gestión institucional que las 
hace vulnerables particularmente en México, y que per-
sisten a pesar de los avances en este tema.

Hay otras variables relacionadas con el cambio de uso 
del suelo y la pérdida de biodiversidad en las ap que pue-
den influir en su eficacia, como las condiciones biofísicas 
y la estructura del paisaje, la densidad de población hu-
mana y de carreteras, el acceso a transporte y mercados, 
las concesiones mineras, las estrategias y características 
de los hogares y otros factores institucionales, como al-
gunos subsidios, el acceso a créditos y en algunos casos 
la falta de gobernabilidad y el incumplimiento de las leyes 

Cuadro 8.3  Principales vulnerabilidades en la implementación y el funcionamiento de las áreas naturales protegidas

Aspectos vulnerables Problemas que ocasiona Fuente

Gestión

Insuficiencia de personal y recursos para 
su manejo.

Dificulta el manejo del área, lo que en la 
práctica podría equivaler a la ausencia de 
decreto.

Castro et al. 2003; Smardon y Faust 
2006; Bezaury-Creel et al. 2011

Varias áreas aún no cuentan con 
programas de manejo.

Falta de un manejo estratégico para dirigir los 
esfuerzos de conservación del área.

Smardon y Faust 2006

Prohibición para el uso de recursos, 
aunada a la ausencia de opciones 
productivas sustentables (viables 
económica y socialmente, y compatibles 
con la conservación).

No se logra impedir el uso ilícito de los 
recursos, debilita las estructuras de gobierno 
comunitario previas al decreto, dificulta la 
gobernabilidad y el cumplimiento de los 
objetivos de conservación.

Carabias 2002; Fraga 2006; Merino 
2004; García-Frapolli 2006

Percepción de exclusión por la población 
en la toma de decisiones y el manejo 
del anp.

Falta de aceptación social que dificulta la 
gobernabilidad; se pierde la oportunidad de 
que haya sinergias entre los gestores del anp 
y su población.

Joli-Coeur 2004; Smardon y Faust 
2006; Fraga 2006; Ericson 2006; 
Méndez-Contreras et al. 2008

Promoción de esquemas de producción y 
desarrollo incompatibles con la 
conservación por parte de otros sectores 
gubernamentales.

La falta de transversalidad entre instituciones 
de gobierno incrementa los esfuerzos y costos 
asociados a la promoción de programas y 
opciones acordes con los objetivos de 
conservación de las ap. Se promueven 
visiones distintas del uso de los recursos 
naturales.

Castro et al. 2003; García-Frapolli 
2006; Armendáriz-Villegas et al. 
2015

Evaluación

Ausencia de monitoreo efectivo del 
hábitat y las especies dentro y fuera de la 
mayoría de las anp.

Desconocimiento del estado de los recursos 
bajo protección, de los aciertos y desaciertos 
de la gestión y del cumplimiento de los 
objetivos de conservación.

Castro et al. 2003; asf 2006; 
Cortina y Zorrilla 2009; Urquiza-
Haas 2009

Falta de seguimiento de las condiciones 
socioeconómicas de los habitantes de las 
anp y las zonas adyacentes.

Limita la adecuación de las actividades en las 
áreas protegidas, de manera que se conjugue 
la conservación de la biodiversidad con el 
bienestar de los pobladores.

Rodríguez-Quiroz y Bracamonte-
Sierra 2008; Riemann et al. 2011
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Recuadro 8.2  El contexto socioeconómico y su influencia en los procesos de cambio  
en el uso del suelo y la vegetación en 17 reservas de la biosfera

Fernanda Figueroa  •  Víctor Sánchez-Cordero  •  Jorge A. Meave  •  Irma Trejo

Las reservas de la biosfera (rb) constituyen la estrategia de 
conservación más importante en México, por el porcentaje de 
la superficie conservada que representan, la cantidad de 
recursos financieros y la atención que reciben, y por sus 
objetivos, los cuales incorporan explícitamente la 
conservación estricta (en sus zonas núcleo) y el manejo 
sustentable de recursos naturales (en las zonas de 
amortiguamiento). Las áreas protegidas (ap) están habitadas y 
sobrepuestas a los derechos de usufructo de sus pobladores, 
por lo que el esquema de las rb puede convertirse en un 
escenario clave para la conservación de la biodiversidad y el 
desarrollo de la población local. Este enorme reto requiere la 
realización de análisis integrados de procesos ecológicos, 
políticos, culturales, sociales y económicos.

Entre los aspectos por explorar en las ap se encuentra la 
evaluación sistemática y cuantitativa de los procesos de 
deterioro. Por ejemplo, se sabe que las rb han sido más 
efectivas para evitar procesos de cambio en el uso del suelo y 
vegetación (cusv) que las anp ubicadas en otras categorías 
de manejo (Figueroa y Sánchez-Cordero 2008). Por otro lado, 
diversos estudios han mostrado las relaciones entre los 
procesos de cusv y algunos factores socioeconómicos, como 
el tamaño y la densidad poblacional, la distribución espacial de 
la población, la marginación socioeconómica, la vulnerabilidad 
de la producción agrícola, el acceso a los mercados, la 
dependencia en las actividades primarias y los procesos de 
ganaderización (Lambin et al. 2001; Geist y Lambin 2002; Carr 
et al. 2005). Un factor poco explorado es la composición 
étnica de la población, que seguramente es relevante dadas las 
implicaciones en cuanto al manejo de recursos y la 
organización social de algunos grupos indígenas en México 
(Gómez-Pompa y Kaus 1992).

En este sentido, Figueroa et al. (2009) analizaron la 
magnitud de los procesos de cambio en el uso del suelo y la 
vegetación en 17 rb (cuadro 1), entre 1993 y 2002, y la 
importancia de dichos factores socioeconómicos en estos 
procesos a una escala regional. Este estudio estimó cuatro 
parámetros distintos de cusv que indican la extensión, el 
crecimiento neto y la tasa de crecimiento, en el periodo de 
estudio, de las superficies cubiertas por agricultura, pastizales 
cultivados e inducidos, plantaciones forestales y 
asentamientos humanos (superficies transformadas, st) en las 
rb, y en comparación con las ecorregiones en las que se 
encuentran. Se obtuvieron indicadores con los datos de los 

municipios en los que se ubican las rb para cada uno de los 
factores socioeconómicos, a partir de información censal, con 
excepción de dos de ellos, para los cuales se crearon dos 
indicadores: la intensidad ganadera y la vinculación con el 
mercado (cuadro 2). A partir de esta información se elaboró 
un diagnóstico de las condiciones socioeconómicas en las rb 
y se evaluó la relación entre estos factores y los parámetros  
de cusv.

En general, en la mayoría de las rb seleccionadas los 
procesos de cusv se detuvieron o redujeron durante el 
periodo de análisis, lo que confirma su relevancia para la 
conservación: la mayoría de las rb estaban poco 
transformadas en 2002 y tuvieron tasas bajas de cusv, 
menores que las observadas en sus respectivas ecorregiones. 
Sin embargo, también se hizo evidente que algunas rb, como 
Sierra Gorda y La Sepultura, requieren atención urgente 
(cuadro 3).

Cuadro 1  Reservas de la biosfera (rb) seleccionadas  
con decretos anteriores a 1997

Reserva Área (ha) Año del decreto

Calakmul 719 809.4 1989

Chamela-Cuixmala 13 068.5 1993

El Pinacate y Gran Desierto 
de Altar

723 884.4 1993

El Triunfo 120 186.8 1990

El Vizcaíno 2 474 600.7 1988

La Encrucijada 146 157.9 1995

La Michilía 9 325.4 1979

La Sepultura 168 237.2 1995

Lacan-Tun 63 563.6 1992

Mariposa Monarca 55 935.3 1986

Montes Azules 329 207.8 1978

Pantanos de Centla 302 106.0 1992

Sian Ka’an 525 129.6 1986

Sierra de Manantlán 138 808.7 1987

Sierra del Abra Tanchipa 21 260.9 1994

Sierra Gorda 381 188.1 1997

Sierra La Laguna 111 275.2 1994
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Las rb analizadas no estaban bajo una presión demográfica 
importante; su densidad poblacional promedio (18 
habitantes/km2, excluyendo el valor extremo de Mariposa 
Monarca, de 130 habitantes/km2) era menor que la nacional. 
Sin embargo, la densidad tuvo una influencia importante en el 
porcentaje de superficie transformada en 2002. Con excepción 
de Lacan-Tun, Mariposa Monarca, Pantanos de Centla, El 
Pinacate, Sierra La Laguna y Sian Ka’an, la población creció 
menos de 20% en la década de 1990, periodo en el cual, 
además, la población inmigrante no superaba la décima parte, 

con excepción de Sian Ka’an, Sierra La Laguna y La Encrucijada; 
en estos casos, algunos municipios presentaban una menor 
dependencia hacia las actividades primarias, así como 
vulnerabilidad productiva y marginación respecto a los 
municipios de otras rb. La inmigración se incrementó en rb 
con menor marginación socioeconómica, vulnerabilidad en la 
producción y dependencia hacia las actividades primarias. En 
general, la población en los municipios donde se ubican las rb 
mostró una tendencia de distribución más dispersa y una 
menor concentración en ciudades medias y grandes, en 

Recuadro 8.2  [ continúa ]

Cuadro 2  Factores socioeconómicos analizados e indicadores utilizados para su evaluación

Factores socioeconómicos Indicadores

Presión poblacional Tamaño poblacional (hab.) y densidad (hab./km 2)

Dispersión poblacional Población en localidades < 5 000 hab. (%)

Concentración poblacional Población en localidades > 20 000 hab. (%)

Inmigración Inmigrantes establecidos en los últimos cinco años (%)

Población indígena Hablantes de lengua indígena > 5 años (%)

Marginación Localidades con alto y muy alto índice de marginación municipal (%)

Dependencia de la tierra Población económicamente activa dependiente de las actividades primarias (%)

Vulnerabilidad productiva Superficie de temporal (%)

Acceso a mercados * Índice de densidad de carreteras

Sobrepoblación ganadera * Relación entre coeficiente de agostadero y densidad ganadera observada

* Indicadores construidos.

Cuadro 3  Clasificación de las rb según el comportamiento de sus parámetros de cusv

Porcentaje de superficie 
transformada (st) 0-bajo Bajo Alto Medio-alto

Tasa de cambio en st Sin cambio Baja Negativa Variable

Cambio neto en st Sin cambio Alto Negativo Variable

Comparación con ecorregión Menor Menor Menor Mayor

Reserva de la Biosfera

Chamela-Cuixmala
El Pinacate
El Triunfo
La Michilía
Lacan-Tun
Pantanos de Centla
Sian Ka’an
Sierra del Abra Tanchipa
Sierra La Laguna

Calakmul
El Vizcaíno
Montes Azules

La Encrucijada
Mariposa Monarca

Sierra de Manantlán
La Sepultura*
Sierra Gorda*

* Las mayores tasas de cambio y cambio neto de st.
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comparación con el país. Una mayor dispersión poblacional 
también estuvo asociada con niveles altos de marginación, la 
cual fue mayor en los municipios donde se ubican las rb que 
en el ámbito nacional. Lacan-Tun, Montes Azules, Sian Ka’an, 
La Michilía, Calakmul, Mariposa Monarca y Sierra del Abra 
Tanchipa tienen una mayor proporción de población indígena 
que el país en su conjunto.

En las rb analizadas también se observó una alta 
vulnerabilidad productiva, pues más de 80% de las tierras 
cultivadas son de temporal. Además, se detectó una mayor 
dependencia de la población hacia las actividades primarias en 
la mayoría de las rb, la cual fue más marcada en las zonas de 
agricultura de temporal y con mayor marginación social. 
Todas las rb mostraron sobrepoblación ganadera respecto al 
coeficiente de agostadero reportado para su tipo de 
vegetación (Cotecoca y sarh 1988), pero ésta fue 
particularmente alta en Mariposa Monarca, Sierra La Laguna, 
Pantanos de Centla y Sierra del Abra Tanchipa. Finalmente, 
todas las rb analizadas estaban relativamente aisladas de los 
mercados, tenían baja densidad de carreteras y un predominio 
de caminos de terracería.

Los análisis permitieron distinguir dos grupos de rb. El 
primero está conformado por las rb “más desarrolladas” (en 
función del concepto de desarrollo que favorece la ampliación 
de infraestructura, la concentración poblacional y la expansión 
ganadera), con tamaño, densidad y crecimiento poblacional 
elevados, mayor inmigración, densidad de carreteras, 
sobrepoblación ganadera y menor marginación, así como 
menor dependencia hacia las actividades primarias, 
vulnerabilidad de la producción agrícola y proporción de 
población indígena, además de que mostraron una mayor 
proporción de superficie transformada en 2002. En contraste 
se distinguen las rb “menos desarrolladas”, con condiciones 
opuestas al primer grupo y que tenían porcentajes menores 
de superficie transformada en 2002. El porcentaje de superficie 
transformada representa procesos de cambio a largo plazo 
(como resultado de un proceso histórico), que estuvieron 
fuertemente influidos por valores altos en la densidad 
poblacional, la vinculación con el mercado y la sobre
población ganadera y, en menor medida, por la dispersión 
poblacional y la dependencia hacia las actividades primarias. 
En contraste, los procesos de cambio a corto plazo (tasa de 
cambio 1993-2002) estuvieron influidos por valores elevados 
en cuanto a la proporción de población indígena, mayor 
dependencia hacia las actividades primarias, marginación y 
vulnerabilidad agrícola. Los factores socioeconómicos 
analizados explicaron un menor porcentaje de la varianza en el 
caso de los procesos a corto plazo, por lo que estas relaciones 
deben tomarse con cautela. Hay suficientes pruebas sobre la 

influencia de la presión poblacional, la expansión ganadera y la 
demanda de recursos naturales en los mercados en los 
procesos de deforestación (Carr et al. 2005) y, aunque la 
presión poblacional no es particularmente alta en las rb, 
indudablemente es un factor que contribuye a los procesos de 
cusv con las condiciones socioeconómicas que prevalecen en 
ellas. Estas condiciones, a su vez, están muy influidas por las 
políticas de desarrollo y su efecto en el uso de recursos, por lo 
que las propias políticas son factores cruciales de los procesos 
de cusv.

A pesar de que no fue posible explicar de manera adecuada 
los cambios de corto plazo a partir de los factores 
socioeconómicos analizados, estos cambios sí fueron 
detectados, sobre todo en rb con baja densidad poblacional 
pero con una fuerte dependencia hacia las actividades 
primarias, una alta vulnerabilidad de la producción agrícola y 
marginación, y densidades ganaderas relativamente bajas. La 
compleja interacción de la pobreza, la vulnerabilidad 
productiva y la dependencia directa hacia la tierra puede 
inducir procesos a corto plazo. Este conjunto de condiciones 
mina el papel de la población indígena, aunque en áreas con 
una fuerte presencia indígena los procesos de cambio a largo 
plazo tendieron a ser menos importantes. Esto puede deberse 
a un manejo adecuado de recursos naturales y a la 
organización social de las comunidades indígenas (Gómez-
Pompa y Kaus 1992), aunque, en algunos casos, las prácticas 
productivas pueden depender más de las características 
socioeconómicas y agroecológicas que de la composición 
étnica de la población (Carr 2004).

¿Es posible mejorar la calidad de vida de la población en las 
rb y sus áreas circundantes sin inducir procesos de cusv a 
gran escala? Para contestar esta pregunta se requiere 
investigación y gestión multidisciplinaria. De acuerdo con los 
resultados sobre los procesos de cambio a largo plazo, es 
necesario cuestionar el modelo de desarrollo que ha imperado 
en las zonas rurales. En los procesos de cambio a corto plazo, 
la presión poblacional puede no ser tan importante como las 
condiciones inadecuadas de producción, la pobreza y una alta 
dependencia hacia la tierra. La existencia de oportunidades 
económicas viables puede aminorar la presión sobre los 
recursos que actualmente se observa.

Se ha mostrado que las políticas de desarrollo rural tienen 
una influencia enorme en los procesos de cusv (Angelsen y 
Kaimowitz 1999). Si la conservación ha de coexistir con el 
desarrollo rural, se debe hacer una planeación cuidadosa y 
diseñar políticas específicas para inducir formas de 
producción congruentes con la conservación (Harvey et al. 
2008). Entre estas estrategias puede estar la intensificación 
ganadera y la reducción de su densidad, junto con el 
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(Chowdhury 2006; Mas 2005; Rayn 2011). Las presiones 
del mercado, que modifican las prácticas agrícolas (por 
ejemplo, cambio a monocultivos con uso extensivo de in-
sumos agroquímicos), provocan graves daños a los ecosis-
temas, incluso en áreas protegidas de supuesto uso res-
tringido. En particular, las concesiones mineras son una 
amenaza creciente a la viabilidad de éstas, dado que 8% 
de la superficie de las anp tiene concesiones mineras, y 
aunque en la lgeepa se permite la minería en algunas 
categorías de anp mientras no se modifiquen o deterio-
ren los ecosistemas, muchas de la concesiones son de alto 
impacto ambiental (como la minería de extracción de me-
tales) o se dan en anp donde no se permite la minería 
(Armendáriz-Villegas et al. 2015). Las ap de carácter es-
tatal enfrentan, al igual que las ap federales, severos pro-
blemas que afectan su viabilidad y capacidad para con-
servar los recursos bióticos que albergan (véase el apén-
dice 8.1).

Los cambios en áreas externas vecinas pueden afectar 
la biodiversidad y otros aspectos ecosistémicos de las ap 
(Brandon et al. 2005). El crecimiento de los asentamien-
tos humanos cerca de los caminos, algunos de los cuales 
se abren alrededor de las ap, es común y suele presentar 
un patrón de deforestación “de peine”, como sucede, por 
ejemplo, en la rb de Calakmul (García Gil y Pat-Fernán-
dez 2000). Un estudio sobre efectos potenciales de la cons-
trucción de nuevos tramos carreteros asociados a mega-

proyectos turísticos, comerciales e hidroeléctricos en la 
Península de Yucatán y Centroamérica proyectó una pér-
dida colateral de alrededor de 311 170 hectáreas de selva 
en los próximos 30 años (Amor et al. 2007). Aunado a esta 
pérdida importante de vegetación se prevé un incremen-
to de la fragmentación, la cual representará serios obs
táculos para la movilidad de las especies (especialmente 
en el caso de especies de hábitos arbóreos y de aquellas 
que requieren superficies extendidas), facilitará la extrac-
ción ilegal de especies de flora y fauna de la región e in-
crementará la vulnerabilidad de los ecosistemas dentro y 
fuera de las ap ante perturbaciones naturales como in-
cendios y huracanes, y también ante diversas amenazas 
antropogénicas (Amor et  al. 2007). Diversos estudios 
muestran que a medida que se incrementa la accesibili-
dad a las ap también aumenta su vulnerabilidad ante pro-
cesos de deterioro (Hayes et  al. 2002; Rayn 2011). No 
obstante, decretar ap sólo en zonas poco accesibles no es 
una estrategia adecuada para la conservación, ya que se 
debe asegurar la protección de una porción significativa 
de la biodiversidad del país (capítulo 16 del volumen II de 
esta obra), lo que en muchas ocasiones implica el uso de 
instrumentos de conservación en zonas con una alta 
densidad de población humana (Luck 2007; Vázquez y 
Gaston 2006). La incorporación de criterios de sustenta-
bilidad regional es necesaria en todas las actividades eco-
nómicas y productivas, incluyendo la apertura de cami-

desarrollo de vínculos con el comercio justo y el impulso de 
prácticas agrícolas de bajo impacto, con un fuerte apoyo por 
parte del Estado. Esto es deseable no sólo para las 
comunidades que habitan las rb, sino también para el resto 
del campo mexicano, de manera que se evite conservar 
únicamente reservas aisladas dentro de un paisaje por 
completo transformado (véase el capítulo 5 del volumen III).

La concurrencia de la conservación y el desarrollo, sobre 
todo en los países menos desarrollados, es un reto de enorme 
complejidad. Este estudio permite prever algunos de los retos 
que enfrenta el binomio conservación-desarrollo, dadas las 
condiciones socioeconómicas actuales en las rb y su relación 
con la pérdida de cobertura vegetal. Para integrar la 
conservación de la biodiversidad y el desarrollo de las 
comunidades rurales es necesaria la participación de 
diferentes actores, como el sector académico, las instituciones 

gubernamentales y organizaciones no gubernamentales y las 
comunidades locales, entre otros. También hace falta que los 
procesos de toma de decisiones sobre las políticas públicas, 
especialmente las ligadas al desarrollo rural, incorporen de 
manera más amplia aspectos ambientales con una 
participación social plural. Una implicación central es el 
modelo de desarrollo que deben tener las rb. Desde nuestra 
perspectiva, los esfuerzos deberían centrarse en la 
modificación de los factores socioeconómicos estructurales 
para lograr una producción más sustentable, que permita 
tanto salvaguardar el capital natural como responder ante las 
necesidades económicas y sociales de la población local. Las 
rb son una entre varias opciones para lograr la conservación y 
el desarrollo en los países megadiversos, pero aún es necesario 
resolver retos importantes si se quiere lograr su 
funcionamiento óptimo.

Recuadro 8.2  [ concluye ]
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nos que directa o indirectamente pueden afectar una ap. 
Es necesario subrayar que el cumplimiento de la norma-
tividad de las ap contribuiría a amortiguar los efectos de 
la apertura de caminos y del incremento en la accesibili-
dad a una zona.

Actualmente, la figura de ap es uno de los instrumen-
tos de conservación in situ más relevantes y con mayor 
influencia de la política ambiental mexicana. Muchos de 
los problemas que enfrentan las ap se derivan de la for-
ma en que esta figura de conservación y protección fue 
abandonada durante cerca de medio siglo. Aun así, y a pe-
sar de la permanente polémica sobre cómo deben mane-
jarse las ap, esta forma de conservación debe fortalecerse 
con todo lo necesario para que se desarrolle su potencial. 
En particular se deben encontrar soluciones efectivas que 
conjuguen la conservación del capital natural con el de-
sarrollo de las comunidades humanas asentadas en ellas, 
de manera que se fortalezca la gobernanza local.

A pesar de que las rb representaron una innovación 
importante al incorporar el desarrollo de los habitantes 
locales como parte de los programas y las acciones de con-
servación, a la fecha son escasas las evaluaciones acerca 
del efecto que han tenido estas ap sobre el desarrollo y 
bienestar de sus habitantes (Riemann et al. 2011). Dos es-
tudios en la península de Baja California encontraron que 
no ha habido una mejoría significativa en el desarrollo y 
bienestar de los pobladores de las zonas bajo protección 
(Rodríguez-Quiroz y Bracamonte-Sierra 2008; Riemann 
et al. 2011). Esto sugiere que es necesario un seguimiento 
al desarrollo social como parte de los programas de ma-
nejo de las ap, y que se impulsen las capacidades necesa-
rias para fortalecer el desarrollo sustentable que permita 
mejorar las condiciones de vida de los habitantes y al mis-
mo tiempo mantener la diversidad, funcionalidad y ser-
vicios de los ecosistemas.

A pesar de las muchas dificultades que enfrenta, la con-
servación por medio de las áreas protegidas es un proce-
so activo y vigente, sobre todo si se considera que no fue 
sino hasta 1996 cuando se empezó a unificar y consolidar 
la gestión de las ap con la creación de la Unidad Coordi-
nadora de Áreas Naturales Protegidas de la Semarnat, y 
en 2000 con la Conanp (capítulo 9 del volumen II de esta 
obra). Desde entonces, en el ámbito federal han aumen-
tado las capacidades institucionales, que se ven reflejadas 
en el incremento de la superficie bajo el régimen de ap, un 
incremento significativo en plazas de estructura y tem-
porales (de 363 a 1 558, de 2000 a 2010) y el presupuesto 
fiscal: entre 1995 y 2008 se incrementó más de seis veces 
y alcanzó 1 073 millones de pesos (Bezaury-Creel et al. 

2011; capítulo 6 de este volumen). Con ello, se ha logrado 
una mayor presencia institucional y la aplicación de pro-
gramas de incentivos para la protección de los ecosis
temas, que al mismo tiempo buscan dar bienestar social 
y obtener la participación directa de las comunidades 
asentadas en las ap. Entre los programas de incentivos 
se pueden mencionar el Programa de Conservación para 
el Desarrollo Sostenible (Procodes), el Programa de Em-
pleo Temporal (pet), el Programa de Conservación de 
Maíz Criollo (Promac) y el Programa de Acción para la 
Conservación de Especies (pace) (Conanp 2010). En to-
dos los casos se requiere una evaluación constante del 
alcance directo de estas iniciativas sobre la protección, 
la conservación y la sustentabilidad, para lo cual la admi
nistración pública no cuenta con suficientes elementos 
todavía.

Además, cabe recordar que las ap no son suficientes 
por sí solas para proteger la biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos en un país megadiverso y complejo como 
México (capítulo 16 del volumen II; Bengtsson et  al. 
2003). Por ello, se insiste cada vez más en una nueva vi-
sión, en la cual las estrategias de conservación se consi-
deren en el contexto de una planificación del paisaje que 
armonice el área remanente de los ecosistemas conserva-
dos con vegetación en diferentes etapas de regeneración 
y con sistemas de producción diversificados, así como los 
asentamientos humanos con una adecuada planificación 
(capítulos 17 y 19 del volumen II de esta obra; capítulo 5 
del volumen III de esta obra).

8.3  Manejo y conservación  
de la vida silvestre

A pesar de la existencia de instituciones encargadas de 
regular el uso de la vida silvestre en México, su protec-
ción y uso no fueron jurídicamente normados sino hasta 
la promulgación de la Ley de Caza en 1940 y de la Ley 
Federal de Caza en 1952. Antes de estas leyes, el Regla-
mento de Bosques de 1894 apenas llegó a contemplar al-
gunas disposiciones relativas a la caza y la pesca, así como 
la expedición ocasional de acuerdos relacionados con el 
uso de ciertas especies de aves consideradas útiles y de 
especies de interés cinegético (Soberón et al. 1996). La 
Ley Federal de Caza tenía por objeto orientar y garanti-
zar la conservación, restauración y fomento de la fauna 
silvestre mediante la regulación de su aprovechamiento, 
mientras que el Poder Ejecutivo tenía la atribución de 
establecer zonas de reserva nacionales y determinar las 
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vedas temporales o definitivas, así como establecer cotos 
de caza a solicitud de los clubes o asociaciones cinegéti-
cas (dof 1952). Las concesiones de aprovechamiento de 
la fauna silvestre a particulares, entre ellos ganaderos 
acaudalados, personajes públicos y organizadores cine-
géticos, crearon un enorme vacío legal al no considerar 
los múltiples usos que tradicionalmente se hacían de la 
fauna y flora silvestres por las poblaciones rurales (Ávila-
Foucat et al. 2009).

Con la promulgación de la lgeepa en 1988, y las ade-
cuaciones que se hicieron a la misma en 1996, se avanzó 
de manera significativa en la definición de nociones fun-
damentales basadas en el conocimiento científico sobre la 
vida silvestre, la biodiversidad, los ecosistemas y el apro-
vechamiento sustentable, entre otras. Ese mismo año se 
emitió la primera norma oficial mexicana para la protec-
ción de especies (nom-059-ecol-1994),5 la cual tuvo 
por objeto identificar el estado de conservación de las 
especies en el territorio nacional y su grado de vulnera-
bilidad, así como establecer las regulaciones para prote-
gerlas y conservarlas.

En 1995, el Instituto Nacional de Ecología (hoy Insti-
tuto Nacional de Ecología y Cambio Climático) —órgano 
desconcentrado de la recién creada Semarnap— definió 
los instrumentos y las estrategias que conformarían la 
política federal en la materia, que quedaron asentados en 
el Programa de Conservación de la Vida Silvestre y Di-
versificación Productiva en el Sector Rural, México 1997-
2000. Dentro de este marco se conformó la Dirección 
General de Vida Silvestre (dgvs) con el propósito de fre-
nar y revertir el proceso de degradación de la biodiversi-
dad a partir de la promoción de actividades productivas 
derivadas del aprovechamiento sustentable de la vida sil
vestre, con una mayor, más activa y más equitativa parti-
cipación social en su uso y conservación. Otro avance crí-
tico fue el de transformar la legislación vigente, para tratar 
de resolver las carencias, eliminar las contradicciones, 
modernizar la legislación en la materia y estimular la par-
ticipación social, priorizando los sectores productivos 
que pueden hacer conservación. Lo anterior se logró me-
diante la emisión de la Ley General de Vida Silvestre, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 3 de julio 
de 2000. Esta ley representó un parteaguas en la concep-
tualización de la vida silvestre, sus mecanismos de ges-
tión y la asignación de responsabilidades en los ámbitos 
federal, estatal y civil. Se definió que los organismos sus-
ceptibles de aprovechamiento sustentable, en los térmi-
nos expuestos por esta ley, serían todos aquellos sujetos 
a los procesos de evolución natural y que se desarrollan 

libremente en su hábitat, excluyendo las especies foresta-
les maderables y aquéllas cuyo medio de subsistencia sea 
el agua y que no están enlistadas en alguna categoría de 
riesgo de extinción (dof 2000).

8.3.1  Unidades de manejo para la conservación 
de la vida silvestre

Las unidades de manejo para la conservación de la vida 
silvestre (uma) se definen como los predios o instalacio-
nes registrados que operan de conformidad con un plan 
de manejo aprobado y dentro de los cuales se debe dar 
seguimiento permanente al estado del hábitat y de pobla-
ciones o ejemplares que ahí se distribuyen (dof 2000). La 
intención de las uma es promover esquemas alternativos 
de conservación estimulados por medio del aprovecha-
miento sustentable que, a su vez, puedan complementar 
otras actividades productivas, como la agricultura, la ga-
nadería o la silvicultura, siempre y cuando sean desarro-
lladas de manera compatible con el cuidado del ambiente 
(dof 2000).

Por ley se otorga a los titulares de las uma (dueños de 
la tierra o a quien ellos designen) el derecho al aprove-
chamiento sustentable de las especies que se distribuyen 
en sus predios, obligándolos de manera corresponsable a 
conservar el hábitat y las especies allí presentes (dof 
2000). Debido al gran interés que despertó en los dueños 
de la tierra esta opción productiva se han incorporado, 
hasta febrero de 2014, 12 453 unidades, que suman una 
extensión aproximada de 38.7 millones de hectáreas bajo 
el esquema del Sistema de Unidades de Manejo para la 
Conservación de la Vida Silvestre (suma) (Semarnat 
2015). Es importante resaltar que estas cifras correspon-
den al acumulado histórico y no al número de unidades 
que funcionan en la actualidad.

Entre 1997 y 2008 se registraron 7 756 unidades, que 
abarcaban 31.32 millones de hectáreas, pero un estudio 
reciente reportó que el número de uma vigentes y con 
fines de conservación bajo el esquema de vida libre era 
sólo de 5 748, que abarcan 23 639 143 hectáreas (Conabio 
2012). La considerable diferencia entre la superficie re-
portada y la superficie vigente hace imprescindible que 
los datos con los cuales se hacen los informes oficiales de 
las uma se verifiquen y actualicen, a fin de permitir una 
mejor valoración de este instrumento y una mejor pla-
neación de su manejo en el suma. En el recuadro 8.3 se 
presentan los datos de las uma vigentes registradas en el 
periodo.
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Recuadro 8.3  Evaluación de la base de datos de las unidades de manejo para la conservación  
de la vida silvestre: dificultades, logros y retos

Alejandra García-Naranjo Ortiz de la Huerta  •  Esmeralda Urquiza-Haas  •  Patricia Koleff  •  Hesiquio Benítez-Díaz  •   
Sylvia P. Ruiz González  •  Tania Urquiza-Haas

A 11 años de haberse establecido las primeras unidades de 
manejo para la conservación de vida silvestre (uma), a 
solicitud de la Semarnat y por primera vez en el ámbito 
nacional, la Conabio inició en 2008 un diagnóstico que 
permitiera integrar los datos de las uma, con el fin de sentar 
las bases para evaluar el efecto que ha tenido este instrumento 
enfocado al aprovechamiento sustentable de la vida silvestre y 
la conservación de sus hábitats y, con ello, a fortalecer las 
políticas públicas que contribuyen al desarrollo sostenible y a 
la conservación de la biodiversidad del país. Para ello fue 
necesario, como primer paso, integrar los datos de las uma 
dispersos en oficinas centrales de la Semarnat, delegaciones 
estatales y algunas secretarías de gobiernos estatales con 
gestión descentralizada de las uma, para su posterior revisión 
y actualización. Como resultado de la primera fase de esta 
evaluación, en la que se llevaron a cabo cinco proyectos 
relativos al periodo 1997-2008 que abarcaron distintas 
regiones de México para documentar la gestión de las uma, se 
revisó la base de datos en la que se compiló y actualizó la 
información de los expedientes 1 (véase Conabio 2012).

El análisis preliminar sobre la información compilada de las 
uma permitió dar cuenta del número de unidades registradas, 
su ubicación y una verificación de la superficie reportada, así 
como sus objetivos y los principales taxones que son 
aprovechados (Conabio 2012). A pesar de que para la fase I 
de la evaluación realizada por la Conabio se sistematizó y 
homogeneizó la información de los expedientes, en las bases 
de datos que se utilizaron para este reporte, persisten algunos 
problemas con la nomenclatura taxonómica y con la 
información sobre las características de las especies (i.e., si son 
o no nativas) y ello implica, además, que pudieron omitirse 
especies o sobrevaluar si están en alguna categoría de riesgo o 
amenazadas por el comercio internacional.2 El mencionado 
reporte se centró en los principales taxones aprovechados y 
no se analizaron en detalle todos los que se han registrado  
en las uma.3

Para realizar el presente análisis se corroboró la información 
de los taxones reportados con los catálogos de Autoridades 
Taxonómicas (cat) de la Conabio (2014) y otras fuentes de 
información (por ejemplo, las bases de datos en línea de 
sanbi, uicn, The Plant List, Tropicos, entre otras), se compiló 
la información sobre el origen (nativa o exótica) de cada taxón 
registrado y se realizó un nuevo análisis de la base de datos 

(Conabio 2015a). Después de una primera revisión en la que 
se corrigieron errores de escritura en cerca de 200 nombres y 
se eliminaron errores y combinaciones de nombres 
inexistentes, se verificó su estatus taxonómico (cuadro 1) y se 
actualizaron con los nombres válidos reportados, con base en 
las fuentes de información antes mencionadas. Una vez 
finalizada la depuración y corrección de la base de datos que 
contaba con 3 998 nombres, se obtuvieron 3 557 nombres 
únicos (desde orden hasta categorías infraespecíficas). 
Además, se identificaron 106 híbridos, algunos de los cuales 
fue posible validar en al menos parte del nombre de algún 
parental, aunque muchos de ellos vienen referidos con 
nombres comerciales (principalmente orquídeas híbridas de 
viveros nombradas por quienes las producen, por ejemplo, Lc. 
(S J Bracey ‘Fields X Edgar Van Bell’, Lc. Eric ‘Silvia’, Lc. Maria 
Ozzella ‘Mendenhall’ am/aos).

Para las especies y subespecies cuyos nombres se pudieron 
validar taxonómicamente se buscó información sobre su 
origen (cuadro 2). Cuando los registros se hicieron en el nivel 
de género, fue difícil definir el origen; sólo 5% son endémicos 

Cuadro 1  Estatus taxonómico de los nombres  
registrados originalmente en la base de datos  
(una vez eliminados errores tipográficos)

Estatus 
taxonómico Orden Familia Género Especie

Categorías 
subespecíficas

No resuelto 1 29 1

Sinónimo 13 549 223

Válido 1 19 287 2 472 297

Cuadro 2  Origen de los taxones registrados en las uma.  
Las cifras corresponden a taxones validados y actualizados 
(véanse detalles en el texto)

Estatus 
taxonómico Orden Familia Género Especie

Categorías 
subespecíficas

Exóticos 63 893 74

Nativos 13 1 882 415

Tiene taxones 
nativos

1 19 198
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de México y 23% exóticos, para el resto sólo se indicó que 
tienen taxones nativos. En el caso de registros de familias y un 
orden no fue posible definir su origen, ya que no se 
distribuyen exclusivamente en México, aunque pueden tener 
taxones nativos. En las uma se han registrado más taxones 
nativos que exóticos en el nivel de especies (ca. de 68%) y 
otras categorías subespecíficas (ca. 84%). Sin embargo, es 
importante mencionar que actualmente en la lgvs (dof 
2010a) no se permite la liberación o introducción en los 
hábitats y ecosistemas naturales de especies exóticas 
invasoras.4

uma de vida libre (uma-vl)

El análisis para este recuadro se centra en 5 069 uma de vida 
libre (uma-vl) con clave de registro diferente (aunque nueve 
tienen claves duplicadas), de las cuales se cancelaron 145 
(figura 1). Destaca que algunos estados (San Luis Potosí, 

Aguascalientes, Guerrero, Tlaxcala, Chiapas, entre otros) no 
registran uma canceladas en el periodo de estudio, por lo que 
sería deseable conocer las condiciones que permitieron que 
en estos estados se lograran establecer con éxito las uma-vl 
sin cancelar ninguna. Nuevo León destaca por el número de 
uma-vl, aunque no es el que reporta la mayor diversidad de 
taxones. El estado con el mayor número de taxones es Sonora, 
el cual es también el tercer estado con mayor número de 
uma-vl (figuras 1 y 2).

Si bien se debe notar que en las uma-vl se han dado 
permisos por parte de la dgvs para el aprovechamiento de 
453 taxones (388 nativos y 57 exóticos, con ocho taxones que 
tienen distribución amplia pero cuyo origen no se pudo 
definir), el aprovechamiento se centra en muy pocas especies. 
De las especies registradas, 99 están en la nom-059-
semarnat-2010, 68 en la cites, y 27 en la lista roja de la uicn 
en alguna categoría de riesgo de extinción (cuadro 3 y 
figura 3); se esperaría que de acuerdo con el propósito de las 

Recuadro 8.3  [ continúa ]

Figura 1  Número de uma de vida libre registradas por estado (Conabio 2012), tanto activas como canceladas.
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Figura 2  Origen de los taxones manejados en uma de vida libre activas por estado (véase Conabio 2012).  
tn representa familias o géneros que tienen taxones nativos, pero en las que no es posible definir si las especies o subespecies  

que manejan son nativas o no de México.

Cuadro 3  Número de taxones registrados para los cuales se emitieron autorizaciones en uma de vida libre

Categoría 
taxonómica

nom-059-semarnat-2010 3 cites 4 uicn 5

Total 6Pr A P I II III dd lc nt vu en cr

Familia 1 4

Género 10

Especie 40 41 10 7 30 14 2 204 12 8 6 1 354

Subespecies y otras 4 4 5 12 37

Híbridos 2 2

Nota: No se deben sumar las filas ya que hay especies que pueden estar en más de una lista.
1 Todas son familias de mariposas: Hesperiidae, Nymphalidae, Papilionidae, Pieridae.
2 Se trata de un taxón exótico, referido de forma distinta: Ovis aries × Ovis musimon y Ovis musimon × Ovis aries.
3 Pr: sujeta a protección especial; A: amenazada; P: en peligro de extinción.
4 Apéndices I, II y III (la cites no indica categoría de riesgo, sino que está sujeta a comercio y debe regularse; a la fecha México no ha incluido taxones 

en la categoría III, sino que se refiere a aquellos que requieren el apoyo de la comunidad internacional).
5 Categorías dd: datos deficientes en la evaluación, lc: de preocupación menor (estas dos categorías no indican nivel de riesgo; en esta última, que 

ha sido evaluada y que no se advierte riesgo), nt: casi amenazada, vu: vulnerable, en: amenazada, cr: críticamente amenazada.
6 El total incluye las especies referidas en las columnas anteriores más aquellas especies no enlistadas en ninguna.
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uma-vl haya disminuido la presión sobre estas especies en 
vida libre. Sin embargo, debido a que la información acerca de 
si se extraen individuos completos o partes de ellos (p. ej., 
hojas, semillas), y en qué cantidades, es escasa y no se reporta 
de manera regular, y además no se llevan a cabo actividades 
de monitoreo de las poblaciones, no es posible evaluar estos 
aspectos cabalmente.

El análisis de aprovechamiento es una de las partes 
centrales y no es posible realizarlo con el estado actual de la 
información. Por ejemplo, la especie con mayor número de 
registros en uma-vl es el venado cola blanca (Odocoileus 
virginianus texanus), seguida del pecarí (Pecari tajacu) y de 
otros ungulados y palomas; sin embargo, los datos sobre su 
aprovechamiento son escasos (se reducen a menos de 50% de 
los registros). Los registros indican que se han aprovechado 
49 820 ejemplares en un periodo de 10 años, con un promedio 
de 3 947 ejemplares por año en dicha década (cuadro 4). El 
caso del pecarí es similar, pues se reportan más de 27 000 

ejemplares aprovechados en 40% de los registros de la base de 
datos. En el caso de la palma (Chamaedorea pochutlensis), para 
la cual se han dado los permisos de aprovechamiento para el 
mayor número de “ítems” (al parecer hojas y semillas), la 
autorización de 16 824 482 ítems no deja ver el impacto que 
estas extracciones tienen sobre las poblaciones de estas 
palmas en sus hábitats, pues sólo 30% reporta el total de 
ejemplares aprovechados (que suman 2 935 840 en el periodo 
en que se llevó a cabo el estudio). Para la yuca (Yucca 
carnerosana) se reporta para un año (2001) un permiso de 
500 000 plantas y se indica que se extrajeron 491 000 
ejemplares completos. En ese sentido, sería fundamental 
contar con información más detallada de las áreas y la 
temporalidad de dichas extracciones.

Los resultados anteriores destacan la necesidad de contar 
con una línea base del estado de las diferentes poblaciones 
con la cual sea posible valorar si el manejo de los ejemplares 
en las uma ha tenido un efecto benéfico o perjudicial en las 

Recuadro 8.3  [ continúa ]

Figura 3  Número de taxones manejados en uma de vida libre: (a) en categorías de riesgo de extinción, de acuerdo  
con la nom-059-semarnat-2010 (P: en peligro de extinción, A: amenazada, Pr: sujeta a protección especial) y se indica si además 

está en alguno de los apéndices de la cites; (b) en qué apéndice (I, II o III) de la cites se encuentra y se indica además  
si están en la nom-059-semarnat-2010.
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poblaciones y sus hábitats, y ajustarlo en caso de ser necesario. 
La información es incompleta y sesgada, y en muchos casos 
no es comparable para evaluar si la extracción autorizada 
corresponde a los ejemplares aprovechados (sean ejemplares 
completos o partes) y determinar si las tasas de 
aprovechamiento autorizadas (suponiendo que se cumplen 
cabalmente) son adecuados para asegurar la viabilidad de las 
poblaciones manejadas en las uma. Esta es, sin duda, una de 
las mayores debilidades para la evaluación de este 
instrumento, incluso como línea base para la evaluación en 
campo, y es un tema que debería ser de la mayor prioridad.

uma intensivas

Se estima que en las uma intensivas (uma-i) se manejan 996 
taxones, de los cuales 353 son exóticos y 597 nativos (y 46 
cuyo origen no puede ser definido, ya que se trata de géneros 
e incluso de una familia que, si bien tienen taxones nativos, 
podrían ser exóticos).5 Se sabe que muchas de estas uma 
tienen viveros, y que muchos híbridos y taxones exóticos 
tienen mercados exitosos, pero dado que algunas de estas 
especies pueden tener un potencial invasivo alto, sería 
importante tener las medidas y programas de educación 
adecuados para evitar introducciones accidentales o 
intencionales. Además, se debe de promover el 
aprovechamiento de especies nativas en las uma para que 
cumplan su función de servir como instrumentos de 
conservación. En ese sentido destaca que se producen 270 
taxones registrados en la nom-059-semarnat-2010, 693 en la 
cites, y 120 en alguna categoría de amenaza global de la uicn 

(cuadro 5). Dado que las uma-i manejan muchos organismos 
de taxones en riesgo, para continuar aprovechándolos es muy 
importante que se verifique la procedencia de los ejemplares 
con los que se inicia la reproducción en las uma-i, a fin de no 
afectar las poblaciones silvestres.

De estas especies, la pata de elefante (Beaucarnea 
recurvata) cuenta con el mayor número de individuos 
aprovechados (principalmente de viveros del estado de 
Morelos), así como diversas especies de cactáceas. No 
obstante, no es posible hacer un análisis a profundidad al no 
existir datos para cerca de 80% de los casos de los ejemplares 
aprovechados en las uma-i.

Impacto potencial de las uma en el comercio ilegal

Con el propósito de detectar especies de interés para el 
comercio en México se realizó una consulta por medio del 
Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de 
Datos (ifai) sobre los taxones y el número de individuos 
decomisados por parte de la Profepa en el periodo 2000-2013. 
Del listado obtenido se eliminaron los registros que no 
contaban con nombre científico; los nombres (en los niveles 
de género y especie) se validaron con los cat (Conabio 2014) 
y se compararon con los taxones registrados como 
aprovechados en las uma (de vida libre e intensivas). Para este 
análisis sólo se consideró el número de unidades que 
registraron aprovechamiento de las especies, ya que la 
información acerca del número de ejemplares aprovechados 
no está completa.

Entre los taxones con más decomisos que se manejan en 

Cuadro 4  Análisis de los datos del venado cola blanca (Odocoileus virginianus texanus) en la base de datos 
(Conabio 2012), sin considerar registros que se refieren sólo a Odocoileus virginianus o a otras subespecies 
distintas, con los datos originales de la base de datos, y una vez que se depuran registros sin fechas o sin 
valores en el número de ejemplares aprovechados (datos nulos, no disponibles y con valores de cero)

Datos originales Datos depurados

Registros 16 981 8 486

uma 1 934 1 632

Registros sin fecha 1 170 —

Año inicial de registro 1991 1998

Año final 1 2012 2012

Ejemplares aprovechados 52 782 49 815

Número mínimo de ejemplares aprovechados 0 1

Número máximo de ejemplares aprovechados 302 200

1 Los datos posteriores a 2008 que están en la base de datos pueden ser incompletos ya que los consultores no estaban 
comprometidos a revisar esa información.
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algunas de las uma se pueden mencionar a Beaucarnea spp., 
Ferocactus pilosus, Trachemys scripta,6 Thrinax radiata, Dioon 
edule y Laelia speciosa. Destaca el hecho de que el número de 
unidades que manejan estas especies es muy bajo comparado 
con el número de decomisos (cuadro 6). Asimismo, existen 
taxones (p.ej., Cycas kinosternon, Mammillaria spp., Ctenosaura 
pectinata, Amazona autumnalis) que si bien tienen menos 
decomisos que las anteriores, se manejan en muy pocas uma 
(cuadro 6). Además, existen más de 946 taxones en la lista de 
decomisos de la Profepa que no están registrados en las uma. 
Entre éstos, destacan por tener más números de decomisos 
Aratinga canicularis, Haemorhous mexicanus, Passerina ciris, 

Chamaedorea atrovirens y Laelia furfuracea (cuadro 7). Cabe 
mencionar que la reforma a la Ley General de Vida Silvestre 
actualmente prohíbe el manejo para comercio de psitácidos 
nativos, por lo que las uma ya no podrían contribuir a la 
reducción de su comercio ilegal.

Reflexiones

Para un país megadiverso como México, las uma son una 
alternativa de desarrollo con un gran potencial para mercados 
nacionales e internacionales basados en ejemplares y 
derivados de origen legal en zonas donde su manejo apoye la 

Recuadro 8.3  [ continúa ]

Cuadro 5  Número de taxones registrados para los cuales se emitieron autorizaciones en uma intensivas

Categoría 
taxonómica

nom-059-semarnat-2010 3 cites 4 uicn 5

Total 6Pr A P E I II III dd lc nt vu en cr

Familia 1 1

Género 40 70

Especie 100 86 43 1 40 518 10 20 193 20 31 37 17 824

Subespecies y otras 20 15 5 1 78 6 6 53 4 8 2 1 101

Híbridos 2 9

Nota: No se deben sumar las filas ya que hay especies que pueden estar en más de una lista.
1 El único taxón reportado para su extracción en el nivel de  familia es Cycadaceae.
2 La mayoría son orquídeas híbridas de viveros que se registraron con nombres comerciales.
3 Pr: sujeta a protección especial; A: amenazada; P: en peligro de extinción, E: extinta en el medio silvestre.
4 Apéndices I, II y III.
5 Categorías dd: datos deficientes en la evaluación, lc: de preocupación menor (estas dos categorías no indican nivel de riesgo; en esta última, que 

ha sido evaluada y que no se advierte riesgo), nt: casi amenazada, vu: vulnerable, en: amenazada, cr: críticamente amenazada.
6 El total incluye las especies referidas en las columnas anteriores más aquellas especies no enlistadas en ninguna.

Taxón Nombre común Número de decomisos Familia uma vl uma i

Beaucarnea spp. Pata de elefante 18 647 Nolinaceae 3 38

Ferocactus pilosus Biznaga barril de lima 15 190 Cactaceae 0 4

Thrinax radiata Palma Chit 6 138 Arecaceae 1 0

Dioon edule Palma 5 101 Zamiaceae 2 1

Laelia speciosa Orquídea 3 610 Orchidaceae 0 1

Zamia spp. Cícada 2 556 Zamiaceae 0 4

Beaucarnea recurvata Pata de elefante 2 270 Nolinaceae 3 37

Cycas spp. Cícada 859 Cycadaceae 0 1

Beaucarnea gracilis Pata de elefante 526 Nolinaceae 0 1

Cuadro 6  Especies manejadas en uma (vl e i) con el mayor número de decomisos por la Profepa en el periodo 2000-2013
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Taxón Nombre común Número de decomisos Familia uma vl uma i

Mammillaria spp. Mamilaria 483 Cactaceae 0 3

Trachemys scripta a Tortuga orejas rojas 8 838 Emydidae 0 4

Iguana iguana Iguana verde 1 350 Iguanidae 5 3

Kinosternon spp. Tortuga 964 Kinosternidae 0 1

Ctenosaura pectinata Iguana negra 686 Iguanidae 5 1

Haemorhous mexicanus Gorrión mexicano 1 487 Fringillidae 10 0

Cardinalis cardinalis Cardenal 1 201 Cardinalidae 46 0

Amazona albifrons Loro frente blanca 1 130 Psittacidae 21 6

Mimus polyglottos Cenzontle 1 059 Mimidae 16 0

Ptiliogonys cinereus Capulinero gris 917 Ptiliogonatidae 14 0

Amazona autumnalis Loro cachete amarillo 694 Psittacidae 6 5

Odocoileus virginianus Venado cola blanca 558 Cervidae 310 17

a Especie con potencial invasor cuando es introducida fuera de su área de distribución natural.

Cuadro 7  Especies o géneros que no se manejan en uma con mayor número de decomisos por la Profepa en el 
periodo 2000-2013

Taxón Nombre común Número de decomisos Familia

Quercus a spp. Encino 1 523 Fagaceae

Coccoloba uvifera a Uva de mar 1 070 Polygonaceae

Chamaedorea atrovirens Palma 981 Arecaceae

Laelia furfuracea Orquídea 754 Orchidaceae

Rhizophora mangle a Mangle rojo 630 Rhizophoraceae

Barkeria dorotheae Orquídea 437 Orchidaceae

Laguncularia racemosa a Mangle blanco 352 Combretaceae

Catasetum spp. Orquídea 350 Orchidaceae

Aratinga canicularis Perico frente naranja 2 882 Psittacidae

Haemorhous mexicanus Gorrión mexicano 1 487 Fringillidae

Passerina ciris Colorín siete colores 568 Cardinalidae

Myadestes occidentalis Clarín jilguero 543 Turdidae

Passerina cyanea Colorín azul 470 Cardinalidae

Icterus gularis Bolsero de altamira 354 Icteridae

Pandinus imperator b Escorpión 551 Scorpionidae

Limulus polyphemus Cacerolita de mar 369 Limulidae

Poecilia latipunctata Topote del Tamesí 345 Poeciliidae

Kinosternon acutum Tortuga de pantano 335 Kinosternidae

a Los decomisos de estas especies se deben a cambio de uso del suelo o a uso maderable, por lo que no son de interés para su ma-
nejo en uma.

b Especie exótica.

Cuadro 6  [ concluye ]
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conservación y restauración del capital natural. Las uma de 
vida libre pueden tener un papel importante para conservar 
especies nativas de interés (p. ej., cinegéticas, ornamentales) y 
sus hábitats, mientras que las uma intensivas pueden 
disminuir las presiones ocasionadas por la sobreexplotación 
de muchos taxones cuya reproducción ex situ es viable. Sin 
embargo, es necesario fortalecer capacidades en varios 
aspectos de su gestión para que se logre aprovechar este 
potencial. Estudios realizados sobre diferentes aspectos de las 
uma han identificado algunos de los principales vacíos de 
gestión así como una serie de necesidades y recomendaciones 
para mejorar el manejo de la vida silvestre y sus hábitats en el 
marco de este instrumento; resalta además la necesidad de 
llevar a cabo evaluaciones sistemáticas en campo por medio 
de indicadores para valorar la contribución de este 
instrumento a la conservación del capital natural del país 
(p. ej., Sisk et al. 2006; García-Marmolejo et al. 2008; Urquiza-
Haas 2009; Conabio 2012).

Resulta prioritario fortalecer las capacidades humanas e 
institucionales que permitan establecer lineamientos para 
determinar los límites de extracción de las diferentes especies 
en las uma y, a su vez, evaluar permanentemente el impacto 
de los diferentes tipos de aprovechamiento. En este sentido, el 
registro estandarizado y la elaboración de indicadores 
adecuados para evaluar la contribución de las uma a la 
conservación de numerosos taxones y de su ambiente es 
primordial para consolidar actividades que pueden ser 
efectivamente sustentables y contribuir al bienestar de las 
comunidades (asf 2008).

Además, debería analizarse con cuidado la posibilidad de 
diversificar los taxones que se podrían aprovechar en las 
unidades, tanto en vida libre como intensivas. Incluso, 
asociaciones entre uma intensivas y uma de vida libre pueden 
potenciar aún más la producción e ingresos en comunidades 
locales integrando ambos enfoques. Asimismo, se debe 
promover que se manejen especies y subespecies nativas y 
desalentar el uso de exóticas, de manera que las uma logren 
apoyar la conservación de la biodiversidad del país y no 
propicien invasiones biológicas, que pueden llegar a tener 
elevados costos económicos y sociales así como fuertes 
impactos a los ecosistemas.

Por otra parte, es necesario hacer notar que pocas unidades 
realizan y entregan planes de manejo e informes de 
actividades y en la mayoría de los casos no es posible evaluar 
si el manejo de la vida silvestre o sus hábitats que se está 
llevando a cabo en las uma es adecuado o no. Por ello resulta 

necesario fortalecer las capacidades de los dueños y gestores 
de las uma en estos temas (Conabio 2012).

En síntesis, el número de errores e inconsistencias en el 
registro de los expedientes o bases de datos de las uma, desde 
los nombres de los taxones (el desconocimiento que se tenía 
del origen de los mismos, para verificar si la uma estaba 
dedicada a taxones nativos o no), hasta el no reportar 
adecuadamente los periodos de extracción ni el total de 
ejemplares o partes aprovechados, indica que es indispensable 
que se dote de herramientas eficientes y se asesore a los 
gestores de este instrumento, que se fortalezcan los vínculos 
con las instituciones y se lleven a cabo estudios en campo de 
manera que, junto con el desarrollo de indicadores (véase 
Ávila-Foucat et al. 2009), permitan evaluar el papel de las uma 
en la conservación y su contribución a mejorar el bienestar de 
las comunidades que se dedican al manejo de la vida silvestre.

Agradecimientos

A todos los especialistas que colaboraron en el proyecto de 
evaluación, la Subcoordinación de la Autoridad Científica 
cites, a Iraní Hernández por su ayuda para consultar las bases 
de datos y a Diana Hernández y los analistas de la 
Subcoordinación de Catálogos de Autoridades Taxonómicas 
por la revisión de los nombres de los taxones.

1	 Las bases de datos de las uma que se registran en la dgvs, en las 
delegaciones federales de la Semarnat o en las oficinas de gobierno 
para los estados descentralizados se siguen actualizando.

2	 En la base de datos se indicaba si ésta tenía especies nativas, 
exóticas, en riesgo (nom-059-semarnat-2010) o amenazadas por 
comercio internacional (cites), conforme a lo reportado en los 
expedientes por los gestores de las uma.

3	 Los propietarios o encargados de las unidades por lo general 
registran los taxones que planean aprovechar desde el inicio y otros 
que pueden aprovechar en un futuro.

4	 La lgvs define las especies exóticas invasoras como “aquella especie 
o población que no es nativa, que se encuentra fuera de su ámbito 
de distribución natural, que es capaz de sobrevivir, reproducirse y 
establecerse en hábitats y ecosistemas naturales y que amenaza la 
diversidad biológica nativa, la economía o la salud pública”. Sin 
embargo, la lista oficial no se ha publicado aún.

5	 Las uma que aparecen con manejo exclusivo de especies exóticas no 
deberían considerarse uma, sino pimvs, por lo que deberá realizarse 
la consecuente actualización.

6	 Esta especie tiene un riesgo alto de invasión fuera de su área de 
distribución natural, ya que puede ser portadora de parásitos que 
afectan a otras especies nativas, por lo que podría causar serios 
impactos a la biodiversidad.

Recuadro 8.3  [ concluye ]
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8.3.2  Manejo en uma

Las uma incorporan dos formas básicas de manejo: 
a]  de hábitat y desarrollo de poblaciones en vida libre 
(uma-vl), también conocidas como unidades extensi-
vas, y b] de poblaciones o individuos de especies en cau-
tiverio que podrán ser reincorporados a la vida libre, co-
nocidas como unidades de manejo intensivo (uma-i).

Al agrupar los estados en regiones (cuadro 8.4) resulta 
evidente que la región noreste y la noroeste-centro norte 
cuentan con el mayor número de uma-vl, pues alcan-
zan respectivamente 48.9 y 29.7% de las uma vigentes en 
una extensión que representa 25.9 y 55.6% de la superficie 
total que éstas abarcan en el ámbito nacional. Aunque el 
mayor número de unidades se concentra en Nuevo León, 
Sonora es el estado con la mayor superficie con este es-
quema, mientras que el menor número de uma-vl se 
observa en los estados pertenecientes a la región centro 
(cuadro 8.4). En el caso de las uma-i se observa que la 
región del centro cuenta con el mayor porcentaje de uni-
dades vigentes (49.3%), seguida por la región noreste, que 
alcanza 18.4% de las unidades de este tipo.

La gran proporción de unidades extensivas ubicadas en 
el norte del país se traduce también en que el mayor nú-
mero de uma de este tipo se encuentre en el matorral xe-
rófilo, seguidas por pastizal inducido, pastizal natural y 
áreas sin vegetación aparente. Sin embargo, en la informa-
ción disponible en los expedientes se observa una sobre-
estimación de la superficie de cada tipo de vegetación, es 
decir, la suma de la superficie de los tipos de vegetación 
excede la superficie total de las uma, por lo que no es po-
sible conocer con precisión el área que abarca cada tipo 
de vegetación (Conabio 2012). Esto resalta la necesidad 
de fortalecer los mecanismos con los que se obtiene esta 
información y de hacerlo a la escala adecuada, de modo 
que también sea posible evaluar el alcance real de las uma.

En 2008 sólo 7.4% de las uma se ubicaban en alguna 
de las 152 regiones terrestres prioritarias (rtp) identifi-
cadas por Arriaga et al. (2000a), cifra que se eleva a 18.6% 
si se consideran los predios públicos inscritos como uma 
por instancias federales. Hasta 2008 se habían inscrito 
100 predios federales bajo el esquema de las uma, de los 
cuales 97% se ubicó en los estados de Baja California, 
Baja California Sur, Sinaloa y Sonora; 34% de estos pre-
dios se ubicó en la superficie continental del país, mientras 
que 66% está en la zona económica exclusiva. De las uma 
federales en la zona económica exclusiva, 55% se encuen-
tra en regiones marinas prioritarias (asf 2008).

Una dificultad para la evaluación del alcance de las 

uma en las poblaciones de las especies sujetas a aprove-
chamiento es la falta de especificidad con la que se repor-
tan los productos, que pueden ser desde ejemplares com-
pletos hasta proporciones mínimas de alguna de sus 
partes. Por ejemplo, en el caso de los productos vegetales 
(“ítem” o producto) se reporta por igual la extracción de 
una planta completa que la de una hoja o semilla, y mien-
tras no se cuente con la información sobre qué es lo que 
se emplea no será posible determinar los efectos que la 
extracción tiene sobre las poblaciones y la integridad de 
los ecosistemas.

En lo que respecta al tipo de aprovechamiento se hace 
énfasis en unidades de tipo extractivo (cuadro 8.5). Sólo 
el estado de Tabasco cuenta con un número similar de 
unidades que favorecen el aprovechamiento extractivo y 
no extractivo por igual. El resto de las entidades, especial-
mente aquéllas en las regiones noreste y noroeste-centro 
norte, cuentan casi exclusivamente con uma que reali-
zan aprovechamiento extractivo, en el que sobresale el 
aprovechamiento cinegético (cuadro 8.5).

El principal objetivo reportado para uma-vl es el 
aprovechamiento sustentable, mientras que los objetivos 
de repoblación, reproducción, reintroducción y educa-
ción ambiental son reportados en una proporción muy 
baja, a pesar de que son especialmente relevantes para la 
conservación. Las uma-vl de la región centro reportan 
la mayor proporción de unidades cuyo objetivo es la re-
población (20% de las unidades en la región), reproduc-
ción (10.4%), reintroducción (6%) y educación ambiental 
(40%) (Conabio 2012). En este contexto, resulta reco-
mendable hacer un esfuerzo para promover la diversifi-
cación de las actividades en las unidades. La efectividad 
de las uma cinegéticas en el sur y sureste como instru-
mento de conservación ha sido cuestionada dadas las di-
ficultades metodológicas para obtener estimaciones po-
blacionales certeras de las especies de interés cinegético 
en la región (Weber et al. 2006) y por lo tanto deben ser 
evaluadas con sumo cuidado. Esta consideración es váli-
da también para las uma en el norte del país, pues cuen-
tan con gran número de unidades que manejan especies 
con algún grado de vulnerabilidad conjugado con un uso 
casi exclusivamente extractivo. Sólo 5.3% de las unidades 
en la región noreste y 0.6% de aquéllas en la región no-
roeste-centro norte tienen por objetivo la repoblación.

En las uma-i el aprovechamiento sustentable también 
es el objetivo más reportado, seguido por la reproduc-
ción y la exhibición, mientras que la reintroducción, la 
restauración y el rescate son los objetivos menos repor-
tados (Conabio 2012). Esto sugiere que es prioritario 
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Cuadro 8.4  Número y superficie de uma por estado, agrupados por regiones

Región Estados Número de uma-vl Superficie de uma-vl (ha) Número de uma-i

Noreste

Coahuila 749 3 631 352.74 14

Nuevo León 1 392 1 759 301.98 62

Tamaulipas 670 725 296.00 80

Subtotal 2 811 6 115 950.72 156

Noroeste- 
Centro Norte

Baja California 102 1 201 217.12 4

Baja California Sur 38 2 492 667.00 10

Chihuahua 139 1 243 238.18 14

Durango 233 1 493 575.00 5

Sinaloa 63 480 766.00 23

Sonora 1 131 6 226 698.30 24

Subtotal 1 706 13 138 161.60 80

Centro

Distrito Federal 1 155.00 50

Estado de México 17 11 691.23 89

Hidalgo 50 27 382.75 27

Morelos 30 116 617.00 79

Puebla 75 90 422.98 124

Querétaro 5 7 281.00 32

Tlaxcala 23 13 961.27 17

Subtotal 201 267 511.23 418

Centro-Occidente

Aguascalientes 20 29 630.73 0

Colima 31 69 554.57 1

Guanajuato 16 25 367.65 0

Jalisco 181 330 825.96 23

Michoacán 140 292 802.03 49

Nayarit 61 239 483.61 1

San Luis Potosí 84 351 860.55 1

Zacatecas 158 597 911.51 1

Subtotal 691 1 937 436.60 76

Sur-Sureste

Campeche 59 644 594.32 23

Chiapas 45 513 858.86 8

Guerrero 21 390 663.00 16

Oaxaca 30 192 266.34 24

Quintana Roo 55 156 783.82 13

Tabasco 4 7 730.00 12

Veracruz 79 40 555.24 14

Yucatán 46 233 631.27 7

Subtotal 339 2 180 082.85 117

Fuente: Bases de datos de Conabio 2012.
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Cuadro 8.5  uma que registraron aprovechamiento extractivo, no extractivo y cinegético en el ámbito estatal

Región Estados uma no extractivas uma extractivas uma cinegéticas

Noreste

Coahuila 3 373 372

Nuevo León 16 706 705

Tamaulipas 54 351 347

Subtotal 73 1430 1424

Noroeste- 
Centro Norte

Baja California 9 93 93

Baja California Sur 1 34 34

Chihuahua 1 130 122

Durango 3 227 227

Sinaloa 1 57 57

Sonora 8 1053 1047

Subtotal 23 1594 1580

Centro

Distrito Federal 0 0 0

Estado de México 0 15 13

Hidalgo 8 27 10

Morelos 11 24 22

Puebla 16 70 65

Querétaro 0 4 0

Tlaxcala 7 19 12

Subtotal 42 159 122

Centro-Occidente

Aguascalientes 4 16 16

Colima 3 31 27

Guanajuato 5 13 12

Jalisco 34 155 152

Michoacán 5 134 132

Nayarit 4 18 38

San Luis Potosí 9 72 55

Zacatecas 20 147 146

Subtotal 84 586 578

Sur-Sureste

Campeche 22 56 39

Chiapas 2 7 4

Guerrero 1 20 12

Oaxaca 3 23 4

Quintana Roo 3 29 12

Tabasco 3 3 1

Veracruz 10 61 23

Yucatán 5 36 36

Subtotal 49 235 131

Fuente: Bases de datos de Conabio 2012.



Capital natural de México  •  Vol. IV : Capacidades humanas e institucionales272

promover la diversificación de los objetivos en las unida-
des intensivas, de manera que puedan vincularse con otras 
herramientas de conservación.

A la fecha son muy escasas las uma-i en las que se 
reproducen y aprovechan de forma controlada especies 
en riesgo que tienen una elevada demanda en los merca-
dos locales e internacionales (Villarreal y Balam 2008). 
Hasta 2008, las unidades intensivas registraron un total 
de 693 taxones reguladas por cites y 370 taxones en la 
nom-059-semarnat-2010 (recuadro 8.3). Así, pode-
mos afirmar que considerando la alta demanda de espe-
cies en cites y en riesgo (por ejemplo las decomisadas 
por Profepa), el número de uma que manejan las espe-
cies con alta demanda es bajo (recuadro 8.3). Todo pare-
ce indicar que en este caso el instrumento no se aprove-
cha plenamente, y que al no cubrir de manera legal la 
demanda existente no se desincentiva la captura y el trá-
fico ilegales.

8.3.3  Retos sociales e institucionales del esquema 
de las uma

Con la finalidad de obtener los permisos de aprovecha-
miento, las uma están obligadas a reportar las densida-
des poblacionales de las especies que se pretenden apro-
vechar, pero sólo 69.9% de las uma en la región centro 
oriente y noreste presentan información sobre la densi-
dad de las especies de interés, mientras que en las regiones 
centro, sur-sureste y noroeste-centro norte únicamente 
36, 35.2 y 30.9%, respectivamente, proporcionan esta in-
formación (Conabio 2012).

Además de promover que las unidades presenten esta 
información acerca de las especies que manejan, hacen 
falta indicadores y un monitoreo sistemático de los efec-
tos que tienen las uma en la conservación y la economía 
local (asf 2008, Ávila-Foucat et al. 2009; Urquiza-Haas 
2009). Entre el reducido número de evaluaciones realiza-
das para conocer el efecto de las uma en las poblaciones 
locales de las especies aprovechadas se encuentra el que 
llevó a cabo la Auditoría Superior de la Federación (asf) 
de la Cuenta Pública 2008. Esta evaluación se realizó úni-
camente con información disponible en los propios ex-
pedientes de las unidades; se tomó una muestra de 208 
uma seleccionadas al azar con el objetivo de analizar las 
variaciones poblacionales de las 302 especies aprovecha-
das en dichas unidades. El análisis reveló que había infor-
mación para 19 de las 302 especies, es decir, 6.3% (asf 
2008). Además, debido a que en los expedientes sólo se 
registran las densidades estimadas para cada año, no es 

posible determinar el estado de las poblaciones ni si el 
manejo de éstas ha sido sostenible.

Aunado a lo anterior está el uso de metodologías in-
adecuadas para su estimación. Una estimación equivoca-
da puede llevar a tasas de aprovechamiento que terminen 
mermando las poblaciones y esta situación puede llegar 
a comprometer el modelo y a producir efectos contrarios 
a los esperados. Un ejemplo documentado de una espe-
cie en peligro de extinción,6 acerca del efecto de errores 
cometidos en la estimación del tamaño de la población y 
la asignación de permisos para caza es el de los pecaríes 
de labios blancos (Tayassu pecari), que llevó a la elimina-
ción casi completa (27 de 29 individuos) de un grupo de 
pecaríes silvestres en una uma de Campeche por caza-
dores deportivos y de subsistencia en un periodo de ape-
nas dos meses en 2005 (García-Marmolejo 2005, Weber 
et al. 2006, Reyna-Hurtado 2009).

La ausencia de métodos de evaluación adecuados y la 
falta de consideración en cuanto a otros factores de pre-
sión sobre las poblaciones de las especies aprovechadas 
no son los únicos problemas que enfrentan las uma. En 
algunas uma del norte del país se han observado prácti-
cas de manejo contraproducentes que incluyen un mane-
jo semintensivo o la llamada “ganaderización” de la fauna 
silvestre, mediante el cercado de predios, cultivo de espe-
cies exóticas para forrajeo y la transferencia forzada de 
animales entre predios para incrementar el éxito de la 
caza, así como el control de los depredadores de especies 
de interés cinegético (Sisk et al. 2006). En el cuadro 8.6 se 
resumen las principales vulnerabilidades identificadas 
para este instrumento. Sin embargo, es importante desta-
car que estos problemas no pueden generalizarse a todas 
las uma, pues por el momento no es posible saber a de-
talle en qué proporción de unidades se producen estas 
fallas de manejo, por lo que es indispensable que las au-
toridades responsables cuenten con planes de manejo y 
mantengan un monitoreo constante de las unidades.

8.3.4  El potencial de las uma:  
conservación y bienestar humano

A pesar de los problemas puntuales referidos, en los que 
se ha reportado un manejo inapropiado, las uma tam-
bién han mostrado resultados alentadores y hay algunos 
ejemplos reconocidos que muestran el gran potencial 
que tiene este esquema como instrumento que puede fa-
vorecer la conservación y el bienestar social. A partir de 
la introducción de esquemas de las uma, en el norte del 
país se ha observado la recuperación de algunas especies 
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Aspectos vulnerables Problemas que ocasiona Fuente

Bases  
jurídicas

Arrendamiento con pérdida concomitante 
de apego y reconocimiento de la 
importancia de la tierra y las especies 
manejadas.

Sobreexplotación a corto plazo de las especies de 
interés económico dada la falta de compromiso a 
largo plazo con el predio y el recurso.

Urquiza-Haas 2009

El monitoreo de las especies aprovechadas 
se delega a los propietarios de las uma. No 
se evalúan los métodos utilizados para 
estimar la viabilidad de las poblaciones.

Conflicto de intereses entre la rentabilidad de la 
uma y la conservación de las especies 
aprovechadas.

García-Marmolejo 2005; 
Weber et al. 2006; 
Contreras-Gil et al. 2007; 
Gallina-Tessaro et al. 2009

Manejo de especies exóticas en unidades 
extensivas.

Fragmentación de los hábitats por el cercado 
obligatorio de predios, lo que ha provocado 
diversos efectos negativos en la fauna silvestre.

Medellín Legorreta 2005; 
Sisk et al. 2006; Weber et al. 
2006

Gestión 
institucional

Fallas en la integración de información 
sobre los monitoreos poblacionales en los 
ámbitos local y regional.

Deriva en una falta de conocimiento sobre las 
tendencias poblacionales de especies 
aprovechadas en uma.

Contreras-Gil et al. 2007; asf 
2008

Capacitación inadecuada del personal.

Fallas en los procesos de revisión y aprobación de 
las uma, sus planes de manejo y 
aprovechamiento, lo que supone riesgos para 
poblaciones biológicas por el manejo inadecuado 
de las unidades y la asignación poco confiable de 
tasas de aprovechamiento.

Valdez et al. 2006; Weber 
et al. 2006; asf 2008, 
Gallina-Tessaro et al. 2009

Seguimiento limitado por parte de las 
autoridades a las unidades y falta de 
evaluación sobre el efecto de los 
aprovechamientos en poblaciones silvestres

Desconocimiento del efecto de las uma sobre la 
conservación de la biodiversidad.

asf 2008; Gallina-Tessaro 
et al. 2009; Urquiza-Haas 
2009

Insuficiente fomento para la diversificación 
de especies y los tipos de aprovechamiento 
en diferentes regiones del país.

Dependencia de un número limitado de especies 
de interés cinegético, comercial y de altos 
rendimientos económicos. Dependencia de usos 
extractivos y cinegéticos.

asf 2008; Gallina-Tessaro 
et al. 2009

Hay factores adicionales de presión (e.g., 
cacería de subsistencia y extracción ilegal) 
que no son considerados al asignar las tasas 
de aprovechamiento.

Incrementos de la presión sobre las poblaciones 
silvestres; aunque la lgvs prevé el control  
de las tasas de aprovechamiento de subsistencia, 
en la práctica éstas no se comunican a las 
autoridades,

García-Marmolejo 2005; 
Weber et al. 2006; 
Urquiza-Haas 2009

Falta de mercados nacionales para los 
productos extraídos de las unidades.

Amenaza la viabilidad de la uma en el largo plazo. Sarukhán et al. 2012

Insuficiente información socioeconómica.
No se puede evaluar el efecto que ha tenido el 
instrumento en el bienestar social.

Conabio 2012

Gestión  
de unidades

Falta de métodos estandarizados y 
adecuados para estudios poblacionales.

No se cuenta con información suficiente acerca 
de las cantidades de extracción. Estimaciones 
incorrectas de tamaño de población y asignación 
inadecuada de tasas de extracción.

García-Marmolejo 2005; 
Weber et al. 2006; 
Contreras-Gil et al. 2007; 
García-Marmolejo et al. 
2008; Reyna-Hurtado et al. 
2009; Conabio 2012

Manejo inadecuado del hábitat y enfocado 
solo en las especies de interés.

Modificación del hábitat original por cultivo de 
pastos exóticos para forrajeo y su consecuente 
afectación en otras especies.

Sisk et al. 2007; Gallina-
Tessaro et al. 2009; 
Urquiza-Haas 2009; 
Conabio 2012

Manejo de especies exóticas no regulado. Pueden propiciar invasiones biológicas. Conabio 2012

Manipulación de especies silvestres para 
incrementar su valor cinegético (e.g., 
introducción de subespecies de venado en 
áreas de distribución de otras subespecies).

Posible pérdida de variabilidad genética de las 
especies nativas.

Logan-López et al. 2007; 
Gallina- Tessaro et al. 2009

Cuadro 8.6  Principales vulnerabilidades en el diseño y la gestión de uma
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en peligro de extinción, como el borrego cimarrón (Ovis 
canadensis), el berrendo peninsular (Antilocapra ameri-
cana peninsularis) y el venado cola blanca texano (Odo-
coileus virginianus texanus), además de la recuperación 
del hábitat en zonas que habían sido modificadas con la 
siembra de pastos exóticos, para la ganadería (Gallina-
Tesaro et al. 2009).

La interacción de las uma y otros programas, como el 
Programa de Recuperación de Especies Prioritarias [prep, 
ahora Programa de Conservación de Especies en Riesgo 
(Procer)] y los Programas de Acción para la Conservación 
de Especies (pace), muestra algunos indicios alentado-
res. Un ejemplo se presenta con el berrendo peninsular, 
una subespecie cuya abundancia y distribución geográ
fica se redujo notablemente durante el siglo xx, sobre 
todo por la cacería desmedida. En 1922 se implementó la 
veda total a su aprovechamiento. En 1925 la población 
estimada rondaba los 2 395 ejemplares, misma que dis-
minuyó en 80% para mediados de los ochenta, por lo que 
fue clasificada como especie en peligro de extinción en la 
nom-059-ecol-1994 (List et  al. 2013). Un monitoreo 
reciente realizado en Chihuahua estimó entre 632 y 747 
los individuos en las áreas muestreadas (Lafon y Carreón 
2014). Cabe señalar que en Chihuahua y Coahuila no hay 
ninguna anp que incluya las áreas ocupadas por el be-
rrendo. En Chihuahua, 4% de estas áreas se encuentran 
bajo el esquema de protección de las uma, mientras que 
en Coahuila 38% de las áreas ocupadas por el berrendo se 
encuentran bajo este esquema (List et al. 2013). En Sono-
ra, 61% de esta superficie se encuentra bajo algún esque-
ma de protección (27% dentro de la Reserva de la Biosfe-
ra El Pinacate y Gran Desierto de Altar y 34% en uma) 
(List et al. 2013).

Por otra parte, en 1997 se estableció la posibilidad de 

aprovechamiento de acuerdo con el esquema de uma 
para el borrego cimarrón, a partir de una población que 
no superaba en ese entonces los 2 500 individuos distri-
buidos en los estados de Sonora, Baja California y Baja 
California Sur (en una superficie que representa 4% de su 
distribución histórica). A partir de un monitoreo reciente 
y a gran escala en las áreas de distribución de la especie 
en México se estimó una población de 1 300 individuos en 
la Península de Baja California y de 2 500 en Sonora, ade-
más de los 1 600 confinados en uma intensivas y 800 in-
dividuos en Isla Tiburón (Segundo 2007; Lee et al. 2007).

Es importante resaltar que el esquema de las uma debe 
verse como una herramienta de gran alcance en nuestro 
país, porque, a pesar de las limitaciones mencionadas, 
puede conjugar beneficios económicos, ecológicos y so-
ciales a mediano y largo plazos, a diferencia de otras ac-
tividades económicas que propician el cambio de uso del 
suelo. La contribución de las uma a la conservación de 
los recursos naturales, a la mejoría de la economía a esca-
las local y regional, al incremento del conocimiento so-
bre las especies aprovechadas y a la educación ambiental 
puede consolidarse si se logra situarlas como una pieza 
clave de la política de desarrollo rural y social.

Los resultados económicos de las actividades produc-
tivas de las uma muestran que este esquema puede ser 
viable (Guajardo-Quiroga y Martínez-Muñoz 2004; Ávi-
la-Foucat 2006; capítulo 3 del volumen III). Aunque la 
información socioeconómica en los expedientes es in-
completa, en el periodo 1997-2008 se reportó la creación 
de 9 639 empleos permanentes y de 20 740 empleos tem-
porales. Los primeros (58.7%) se concentran en los es
tados de Coahuila y Nuevo León, mientras que los segun-
dos (38.7%) se concentran en Coahuila, Nayarit y Morelos. 
Es interesante notar que en estos estados del centro y 

Aspectos vulnerables Problemas que ocasiona Fuente

Gestión  
de unidades 
(cont.)

Manejo semiintensivo de fauna silvestre 
(e.g., cercado para incrementar la densidad 
de individuos y las tasas de 
aprovechamiento para una cacería exitosa)

El cercado de predios dificulta el intercambio 
genético entre poblaciones, modifica los patrones 
de distribución de las especies y se sobreestima el 
tamaño de la población.

Sisk et al. 2007; Gallina-
Tessaro et al. 2009

Control de depredadores para evitar 
merma en poblaciones de especies 
aprovechadas en uma.

Disminución directa de los depredadores, lo cual 
puede acarrear efectos en cascada a lo largo de la 
cadena trófica y afectar el funcionamiento de los 
ecosistemas, a veces de forma drástica e 
irreversible.

Sisk et al. 2007, Gallina-
Tessaro et al. 2009

Ineficiencias técnicas y administrativas en el 
manejo de unidades extensivas y otros 
predios con vida silvestre.

Deficiencia en el manejo sanitario y nutricional de 
especies de fauna en las instalaciones confinadas. 
Baja rentabilidad de la uma.

González-Marín et al. 2003

Cuadro 8.6  [ concluye ]
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centro occidente se ha reportado una gran cantidad de 
empleos temporales con un menor número de uma 
(Conabio 2012).

8.4  Pago por servicios ambientales

El pago por servicios ambientales (psa) es un esquema de 
conservación in situ relativamente reciente, que se basa 
en la idea de que los propietarios de tierras que brindan 
este tipo de servicios ecosistémicos deben ser remunera-
dos para y por conservarlos. Este esquema ha sido acti-
vamente promovido a fin de impulsar la conservación de 
los ecosistemas, en particular en los países en vías de de-
sarrollo (ma 2005; wri 2005; Kosoy et al. 2007).

Los programas de psa deberían incluir idealmente a 
una parte que los demanda, el “comprador” (que puede 
ser público o privado), y a otra que los provee o “vende-
dor”. Dadas las características propias de la tenencia de la 
tierra en México, con mucha frecuencia los servicios por 
los que se paga provienen de tierras de bienes comunales 
(propiedades ejidales y comunales), de modo que la parte 
vendedora corresponde a una colectividad. Con frecuen-
cia, los dueños de las tierras son grupos campesinos e 
indígenas históricamente marginados. Cabe mencionar 
que, salvo en contadas ocasiones, los beneficiarios de los 
servicios ambientales son ambiguos y no necesariamente 
se incluye de forma inmediata a quienes deberían pagar 
por ellos.

Para algunos autores como Wunder (2005) los progra-
mas de psa son “la innovación más prometedora” para la 
conservación en los últimos años. El auge del psa hace 
énfasis en los servicios ecosistémicos intangibles más que 
en los bienes tangibles, los cuales suelen ser más aprecia-
dos en la economía moderna (Bayon y Jenkins 2010), y en 
ese sentido son un parteaguas en la forma en que se va-
lora al ambiente, aun si esta valoración queda restringida 
a un valor monetario.

Idealmente, un programa de pago por servicios am-
bientales es una transacción voluntaria en la que se paga 
para garantizar la provisión de un servicio ambiental bien 
definido (o el suelo que lo garantiza); el pago se realiza 
por al menos un usuario —aun cuando haya muchos más 
beneficiarios— a cuando menos un proveedor individual 
o colectivo (Wunder 2005). Una innovación adicional del 
esquema de pago por servicios ambientales es que no se 
ajusta al esquema de “comando y control” al que obede-
cen otras estrategias de conservación in situ como, por 
ejemplo, las áreas protegidas. Por otro lado, el programa 

gubernamental de psa en México tiene características de 
un monopolio bilateral, pues no corresponde realmente 
a un mercado en el que haya oferta y demanda según las 
formas clásicas y frecuentemente adquiere un carácter 
de subsidio, o de empleo temporal en otros casos.

En el proceso del psa en México hay una serie de in-
termediarios muy importantes, como los técnicos, los 
gestores de proyectos, los certificadores de productos, 
los promotores y los comercializadores de los productos 
(Burstein et al. 2002). Hoy día, el monto asignado para el 
pago por servicios ambientales incluye una cantidad es-
pecífica para el pago de estos técnicos, que actúan inde-
pendientemente y no son personal de la Conafor (Corti-
na-Segovia y Saldaña-Espejel 2014). Esto deriva en parte 
de la singularidad de las condiciones en que se dan los 
programas de pago por servicios ambientales, debido al 
tipo de propiedad de la tierra predominante. Las organi-
zaciones sociales y civiles tienen un papel relevante en 
esta mediación, al grado de que Burstein et al. (2002) re-
conocen su participación como una alianza estratégica 
imprescindible para el psa en México.

8.4.1  Los inicios

En México, las iniciativas de psa comenzaron sin la par-
ticipación directa del sector gubernamental. En este sen-
tido destaca la primera iniciativa de pago por captura de 
carbono, desarrollada desde 1996 con el proyecto Scolel’te 
(coordinado por la asociación civil ambio). Alrededor de 
esta iniciativa se incorporaron inicialmente tres comuni-
dades tzeltales y cuatro tojolabales, de los municipios de 
Chilón y Comitán (Chiapas), y actualmente hay más de 
30 comunidades de la región participando con base en 
un proceso de planeación en el que se establecen los de-
talles de las actividades que se van a desarrollar y que re-
dundarán en la captura de carbono (Plan Vivo 2014). Los 
ingresos resultantes se distribuyen siguiendo diferentes 
esquemas en cada comunidad, pero con base en una dis-
tribución equitativa. En este proyecto participan organi-
zaciones conservacionistas nacionales e internacionales 
(Conservation International, Rain Forest Alliance), aca-
démicas (El Colegio de la Frontera Sur) y de financiamien-
to (usaid) (Plan Vivo 2014).

Otras iniciativas que se adelantaron a los programas 
gubernamentales de pago por servicios ambientales in-
cluyen el municipio de Coatepec y la cuenca del río Pix-
quiac en 2002, ambos en Veracruz (Fuentes 2009); la co-
munidad de San Pedro Chichila (Sierra de Taxco, Gro.) 
en 1999 (Merino 2006), y la Sierra de Zapalinamé (Coahui-
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la) en 2002 (cvia 2014; Herbert et al. 2010). En estos 
casos se buscó la protección de las zonas de recarga de 
agua de los acuíferos que surten las ciudades de Coate-
pec, Taxco y Saltillo, respectivamente, y sus zonas aleda-
ñas por medio de pagos acordados con los ciudadanos. 
No es de extrañar que en muchos sitios haya voluntad de 
pagar (Vásquez et al. 2009) por parte de las poblaciones 
que se ven afectadas por la disminución en la cantidad y 
calidad del agua, lo que a su vez les ocasiona gastos adicio-
nales.7 En los casos mencionados, al principio los pagos 
ciudadanos eran voluntarios; no obstante, los resultados 
favorables obtenidos por estas iniciativas permitieron el 
desarrollo de esquemas de concurrencia de fondos a par-
tir de iniciativas gubernamentales y otras fuentes de fi-
nanciamiento, y hoy son cada vez más frecuentes, lo que 
ha propiciado un incremento en los recursos disponibles 
para la conservación de los ecosistemas y los servicios 
ambientales en el marco de este tipo de iniciativas.

Aunque faltan indicadores hidrológicos y biológicos 
para contar con una evaluación completa de estos progra-
mas, resaltan algunos indicadores de éxito de estas inicia-
tivas. Como ejemplo podemos mencionar que en Saltillo 
el pago voluntario por servicios ambientales, inicialmen-
te impulsado por la osc Profauna, contó con 51 donan-
tes en su primer año de operación (2002) y ahora cuenta 
con más de 40 000. Las acciones implementadas a raíz 
del psa han permitido la reforestación, la restauración de 
suelos, la reintroducción del guajolote silvestre y la pro-
tección de toda el área de recarga del acuífero. Aun cuan-
do la percepción de los involucrados en este proyecto es 
que se ha detenido el deterioro de los acuíferos, no se 
cuenta con medidas cuantitativas de los niveles que éstos 
tienen ni de los cambios en la disponibilidad de agua para 
la ciudad de Saltillo. Cabe esperar que estos datos sean 
conocidos pronto, para corroborar que este proyecto es 
un notable caso de éxito.

8.4.2  La participación del sector público

El psa desde el sector público empezó en México en 2003, 
cuando se estableció en la Ley General de Desarrollo Sus-
tentable y en su reglamento que los mecanismos de co-
bro y pago son responsabilidad de la Conafor, por medio 
del Fondo Forestal Mexicano.8 La Ley Federal de Dere-
chos establece en su artículo 223 (A) que una parte de los 
fondos recaudados está destinada al Fondo Forestal Me
xicano, el cual los utiliza para el propio programa de psa 
(dof 2010b). Esta modalidad cambia el esquema inicial 
adoptado por las osc que implementaron los primeros 

psa, pues ya no son los demandantes de los servicios am-
bientales quienes pagan a quienes los proveen, sino que 
los pagos corren por cuenta de un intermediario oficial, 
que es la Conafor.

Las primeras iniciativas de participación del sector pú-
blico giraron alrededor de los servicios hidrológicos (pago 
por servicios ambientales hidrológicos, psah). El primer 
objetivo de este programa fue proteger la integridad de 
los servicios ambientales hidrológicos mediante el pago 
a los poseedores de terrenos forestales en buen estado de 
conservación (Muñoz-Piña et al. 2007; Semarnat 2003). 
En un inicio, el único comprador del sector gubernamen-
tal fue el gobierno federal, aunque posteriormente se han 
ido involucrando otros órdenes de gobierno. La inver-
sión de este programa ha sido diferencial en los distintos 
tipos de ecosistemas y se ha favorecido aquellos que pre-
sentan mayor vulnerabilidad (véase el cuadro 1 del recua-
dro 8.4), por ejemplo los bosques mesófilos, los templa-
dos y las selvas, especialmente las húmedas; es decir, se 
centra en diferentes tipos de ecosistemas arbolados que 
enfrentan altos niveles de riesgo ante diferentes amena-
zas de origen antrópico, a los que les asigna un valor di-
ferente de acuerdo con el riesgo en el que se encuentren 
y el costo de oportunidad que tienen (Wunder 2005). De 
este modo, se asignan pagos más altos al bosque mesó
filo de montaña que a otros bosques y selvas, mientras 
que para los ecosistemas de zonas áridas (p. ej., pastizales 
naturales y matorrales) el pago es menor (Graf e Iglesias 
2010), a pesar de que estos últimos también brindan ser-
vicios ecosistémicos importantes y se encuentran bajo una 
fuerte presión por las actividades ganaderas (Guzmán-
Aranda et al. 2011). Al considerar la pérdida de cobertura 
arbórea como el único indicador para estimar el riesgo que 
corren los diferentes tipos de ecosistemas se puede llegar 
a una lectura equivocada del conjunto de riesgos que en-
frentan los diferentes ecosistemas y de la importancia de 
las diferentes zonas y de sus servicios ecosistémicos. Ade-
más, aun cuando la tasa de deforestación, entendida como 
pérdida de cobertura vegetal, es muy importante, consi-
derarla como el único indicador soslaya la importancia 
de otros riesgos.

En un principio, el psah estuvo destinado a zonas en 
las que otras medidas de conservación hídrica habían re-
sultado fallidas y se dirigió a zonas con baja probabilidad 
de ser deforestadas (p. ej., zonas donde las prácticas agro-
pecuarias y forestales no resultan una opción económi-
camente viable), lo que hacía que la inversión de cierta 
manera se estuviera desaprovechando. Por este motivo, a 
partir de 2006 se incorporaron diferentes factores bioló-
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gicos y sociales (como el riesgo de deforestación, la esca-
sez de agua y el nivel de pobreza de las poblaciones en las 
zonas) como criterios de selección, para intentar dismi-
nuir los factores de amenaza en sitios vulnerables (Mu-
ñoz-Piña et al. 2007).

En el programa de psah se establece un contrato entre 
el “comprador” (Conafor) y el “vendedor” (los dueños de 
los predios elegibles) por cinco años, sujeto a renovación 
anual sólo cuando haya habido cumplimiento, que se eva-
lúa por medio de la cobertura vegetal.

En 2004 dio inicio un segundo programa guberna-
mental de pago por servicios ambientales, orientado a la 
captura de carbono, la conservación de la biodiversidad 
y el mejoramiento de las actividades agroforestales (psa-
cabsa). Los lineamientos de este programa, cuyo obje-
tivo inicial fue promover la conservación de ecosistemas 
capaces de capturar carbono y, de esta forma, contribuir a 
la mitigación del cambio climático, eran consecuentes con 
el Mecanismo de Desarrollo Limpio derivado del Proto-
colo de Kioto, por lo que favoreció no sólo las actividades 
de conservación de ecosistemas naturales, sino también 
la reforestación, a su vez concordante con los mecanis-
mos redd y redd+, de más reciente creación.

Los criterios de asignación de psa se establecieron en 
la legislación que les dio origen, pero han sido muy varia-
bles. En 2003, por ejemplo, el criterio prioritario de foca-
lización de este programa era que los predios fueran de 
alta marginación. Al año siguiente, el criterio de más peso 
fue que los predios corrieran un riesgo de deforestación 
de alto a muy alto. En 2005 se privilegió a predios en zo-
nas de recarga de acuíferos sobreexplotados; en 2006, a 
predios en zonas de recarga de acuíferos sobreexplotados 
y de muy alta marginación, y en 2007, a predios con muy 
alta marginación seguidos de un riesgo de deforestación 
muy alto y alto (ine 2007).

En 2006 los dos programas se unieron en el Programa 
Nacional de Servicios Ambientales y posteriormente se 
incluyeron en ProÁrbol (Conafor 2011) y luego en Prona-
for. Desde entonces, el programa se ha simplificado, de 
manera que ahora sólo hay dos modalidades de pago: ser-
vicios hidrológicos y conservación de biodiversidad. Am-
bas modalidades otorgan compensaciones económicas a 
los dueños de los terrenos que mantengan las condicio-
nes necesarias en los ecosistemas, considerando también 
los sistemas agroforestales bajo sombra, que favorezcan 
la obtención de servicios ambientales, incluyendo la cap-
tación de agua, el mantenimiento de la biodiversidad y la 
captura y almacenamiento de carbono (Semarnat 2014a).

En 2006 el gobierno obtuvo financiamiento internacio-

nal, con lo cual ha incrementado sus capacidades opera-
tivas (León et al. 2012). Entre 2003 y 2011 se incorporaron 
cerca de 3.2 millones de hectáreas en el programa, con lo 
que se benefició a más de 5 800 ejidos, comunidades y 
pequeños propietarios (Conafor 2011). Para 2012 se esti-
mó una superficie vigente de 2.46 millones de hectáreas 
(Iglesias et al. 2010). Además ha habido una incorpora-
ción creciente de áreas con alto riesgo y se han favoreci-
do criterios tanto sociales como ecológicos. Igualmente, 
se han desarrollado mecanismos que permiten reservar 
durante cinco años los fondos con los que se deberá pagar 
a los beneficiarios, a fin de dar continuidad al programa 
sin que los cambios presupuestales anuales los afecten 
(Sims et al. 2014). Cabe señalar que hay algunas inconsis-
tencias en la información disponible que dificultan con-
tar con una visión precisa de los alcances del programa, 
tanto en lo que a superficie abarcada como a montos in-
vertidos se refiere.

La inserción de los programas de psa en ProÁrbol 
permitió que se complementaran con otras medidas de 
conservación, como el uso forestal sustentable y la agro-
forestería. Baste decir que para llegar a este punto fue ne-
cesario un gran esfuerzo administrativo pues, entre otros 
problemas, la falta de transversalidad de los temas am-
bientales planteó multitud de dificultades, al grado de que 
incluso dentro del sector ambiental hubo resistencia, en 
particular por parte de la Comisión Nacional del Agua 
(Conagua), que proveería los recursos necesarios para el 
programa (Alix-García et  al. 2005; Muñoz-Piña et  al. 
2007). Cabe señalar que los programas de psa no deben 
sustituir prácticas sustentables y que, por el contrario, 
deben impulsarlas (Klooster y Masera 2000; Madrid-
Ramírez 2011; Merino y Martínez 2014).

Las iniciativas de psa tomadas por el gobierno mexi-
cano incluyen también criterios de mitigación de la po-
breza, lo que las hace afines a esquemas de otros países 
en vías de desarrollo en los que, según algunos autores 
como Burstein et al. (2002) y Rosa et al. (2004), los pro-
gramas de psa no pueden tener éxito si no se les vincula 
con el alivio de la pobreza. Esto es particularmente im-
portante en México, donde la mayoría de los bosques y 
las selvas con mayor biodiversidad se encuentran en zo-
nas con poblaciones en su mayoría indígenas y en condi-
ciones de pobreza (Boege Schmidt 2008). Por ello, con el 
fin de mejorar las condiciones de vida de la población es 
necesario impulsar a la par prácticas de manejo sustenta-
ble con un uso diversificado de los recursos (Sarukhán 
et al. 2012).

Es importante insistir en que lo que se vende en estos 
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esquemas no son bienes materiales (e.g., madera, resina, 
productos no maderables e, incluso, agua) sino las condi-
ciones necesarias para contar con recursos hídricos, así 
como para posibilitar la captura de carbono y la conser-
vación de la biodiversidad, que en última instancia garan-
tizan los servicios ambientales que incluyen dichos bie-
nes materiales.

Los psa son también, desde muchos puntos de vista, 
una forma de resarcir a quienes han conservado cons-
ciente o inconscientemente los servicios ambientales en 
general (de provisión, de regulación, culturales y de so-
porte). Sin embargo, no deben verse como la única solu-
ción para evitar las prácticas no sostenibles que carac
terizan a los sistemas productivos prevalecientes o para 
resolver los problemas de pobreza en las zonas forestales 
que participan en los programas de Conafor (Wunder 
2005; Klooster y Masera 2000). Lo anterior requiere el 
fortalecimiento de capacidades locales y regionales y la 
elaboración de estrategias integrales de conservación y 
uso sustentable (Wunder 2005; Alix-García et al. 2003; 
Urquiza-Haas 2009), que a su vez aseguren una mejora 
en el nivel de vida de los dueños de los predios beneficia-
dos. Hay ejemplos en los que el programa de psa ha con-
tribuido a fortalecer la gobernanza local y, en sinergia 
con otros instrumentos (p. ej., las uma o el manejo fores-
tal comunitario), ha apoyado la transición hacia activida-
des sustentables (Rosa et al. 2004; Carabias et al. 2010; 
Alix-García et  al. 2012). Sin embargo, de acuerdo con 
algunas evaluaciones (Alix-García et al., 2010; Almeida-
Leñero et al. 2014), la eficiencia de esta herramienta es 
más alta en predios de propiedad privada que en ejidos, 
además que haber dado menos resultado en las zonas del 
sur de México que en las del norte y el centro.

Como todo enfoque novedoso, los psa han sido suje-
tos de múltiples críticas y elogios. En México, su imple-
mentación enfrenta dificultades de muy diferentes tipos 
(al igual que en otras partes del mundo), como falta de 
compenetración de las comunidades beneficiadas con las 
actividades de conservación, fondos insuficientes para 
que los beneficios sean equitativos, poco o nulo conoci-
miento acerca del funcionamiento de algunos ecosis
temas y, sobre todo, la carencia de un mecanismo de 
evaluación de los resultados del programa, más allá de 
cambios en la cobertura vegetal (cuadro 8.7). Además de 
las vulnerabilidades del programa, es necesario añadir 
que no se cuenta con un cuerpo de indicadores que per-
mita evaluar el efecto que este programa tiene sobre la 
economía de las comunidades, los ejidos y las personas 
que se han involucrado. Aun así, el psa ha dado resulta-

dos alentadores y sus efectos rebasan la conservación de 
la cobertura vegetal, pues ha ayudado a fortalecer la or-
ganización comunitaria y ha llevado a que los dueños de 
los predios susceptibles a recibir beneficios por la con-
servación conozcan mejor y consideren seriamente los 
servicios ambientales que éstos proporcionan. El psa no 
sólo se ha ampliado geográficamente, sino que se han de-
sarrollado en fechas recientes diferentes modalidades del 
mismo, que lo vuelven más versátil y permiten diseñar 
acciones ad hoc para sitios y situaciones específicos, y así 
lo fortalecen. Por ejemplo, como respuesta a diversas re-
comendaciones hechas al psah, la Conafor ha desarro-
llado dos estrategias complementarias que se pueden 
aplicar en paisajes con diversas características. Por un 
lado está el desarrollo de programas de financiamiento a 
largo plazo para la conservación de ecosistemas foresta-
les importantes por su biodiversidad (por medio del Fon-
do Patrimonial de Biodiversidad), y por otro está la crea-
ción de mecanismos locales de pagos ambientales a 
partir de fondos concurrentes para apoyar arreglos insti-
tucionales que permitan transmitir los recursos financie-
ros de los usuarios verdaderos de los servicios ambienta-
les a los dueños de las tierras en donde se producen estos 
servicios (Frausto y Landa 2011; León et al. 2012) (véan-
se la figura 8.2 y el recuadro 8.4). Además de la adopción 

Figura 8.2  Recursos aportados por la Conafor y por diversas 
contrapartes entre 2008 y 2010 para el programa de Fondos 

Concurrentes. Fuente: Conafor 2010.
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Aspectos vulnerables Problemas que ocasiona Fuente

Conocimiento

Conocimiento insuficiente sobre el 
funcionamiento de los ecosistemas y los 
servicios ambientales que producen a distintas 
escalas y con distintas modalidades de manejo.

Dificulta la evaluación de resultados de los 
esquemas de manejo. Confusión respecto a los 
elementos del medio que se están valorando.

Kaimowitz 2004;  
Corbera et al. 2009; 
Urquiza-Haas 2009

Conocimiento poco certero respecto a la 
calidad y las características de los servicios por 
los que se está pagando.

Inhibe la creación de mercados privados por la 
falta de un producto de intercambio bien 
definido.

Landell-Mills y Porras 
2002; Corbera et al. 2009

Dificultades para definir la línea base con la 
cual se debe evaluar el resultado de un 
programa de psa. Además, la línea base es 
cambiante en mayor o menor medida.

Limita la evaluación de los beneficios de  
los psa.

Adams y Vira 2008

Insuficientes investigaciones sociales, 
particularmente de grupos marginados 
(indígenas y mujeres).

Dificulta que se identifiquen y, en su caso, 
remuevan los obstáculos que presentan los 
proveedores de servicios ambientales para 
participar de manera corresponsable en el 
programa de psa.

Semarnat 2011

Financiamiento

Falta de una educación adecuada respecto a la 
importancia de los psa, especialmente entre 
los usuarios de los servicios ambientales.

Obstaculiza la valoración utilitaria, ética y 
monetaria de los servicios ambientales.

Urquiza-Haas 2009

Los costos de transacción de los psa pueden 
ser muy altos y provocan un desequilibrio 
entre lo que cuesta implementarlos y las 
ganancias, incluso pueden llegar a rebasar los 
beneficios derivados.

Incrementa el costo del programa. Corbera et al. 2009

Distribución poco equitativa de los beneficios 
económicos derivados de los psa o del acceso 
al programa.

Ocasiona posibles conflictos entre los 
miembros de las comunidades.

Corbera et al. 2009

Falta de mercados para los servicios 
ambientales hidrológicos e incertidumbre en el 
financiamiento de los programas de psa.

No se aprovecha una importante área de 
oportunidad para asegurar la sustentabilidad 
del programa. Falta de certeza en la protección 
a largo plazo de los servicios ambientales.

Corbera et al. 2009; 
Semarnat 2011

Gestión

En los mecanismos de evaluación de 
resultados no se incluyen zonas circundantes.

Se corre el riesgo de no detectar el fenómeno 
de desplazamiento o fuga (i.e., se protege un 
área de prácticas de uso que afecten los 
servicios ambientales, pero éstas se desplazan 
a zonas vecinas).

fao 2004

Falta de indicadores de gestión orientados a 
evaluar los procesos.

Dificulta el seguimiento y la evaluación del 
programa e impide establecer medidas de 
mejora.

Semarnat 2011

Falta de integración de los psa relacionados 
con diversos servicios (hídricos, biodiversidad, 
captura de carbono).

Hay una subvaloración de los elementos que 
se conjugan para proporcionar los servicios 
ambientales.

fao 2004

Personal insuficiente para monitorear el 
cumplimiento del plan de manejo (excluyendo 
psa-cabsa, para proyectos de reforestación).

No hay seguridad de que se esté cumpliendo 
lo establecido en el contrato y se esté 
respetando el manejo adecuado de los predios.

Gómez Guerrero et al. 
2006

Falta de capacidades organizativas y 
participativas de los proveedores de los 
mecanismos locales del psa por medio del 
esquema de Fondos Concurrentes.

Dificulta la implementación y el cumplimiento 
del programa.

Semarnat 2011

Falta de capacidades locales (de comunidades 
y técnicos) para diseñar propuestas viables de 
proyectos de captura de carbono.

Alta proporción de propuestas rechazadas. Ruiz 2007

Cuadro 8.7  Principales vulnerabilidades del Programa de Pago por Servicios Ambientales
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de mecanismos más amplios de financiamiento, el psa 
ha ido evolucionando de un sistema predominantemente 
de subsidios a uno de mecanismos diversificados de con-
servación que incluyen la conservación sin uso y, desde 
la incorporación del psa al programa ProÁrbol, el mane-
jo sustentable de recursos forestales, aun cuando éste es 
todavía incipiente. Es de esperarse que en un futuro se 
amplíen los mecanismos de financiamiento, lo que impli-
ca una mayor participación de los diferentes sectores in-
volucrados, así como la recuperación de iniciativas rela-
cionadas con la captura de carbono.

8.5  Ordenamiento ecológico  
del territorio

Las presiones demográficas, el avance de la frontera agrí-
cola y el agotamiento de los suelos pusieron un límite al 
modelo de uso imperante desde la segunda década del 
siglo xx, e hicieron necesario buscar opciones orienta-
das hacia la sustentabilidad. A partir de esta situación en 
México se empiezan a implementar los ordenamientos 
ecológicos y del territorio, no sin conflictos entre las de-
cisiones gubernamentales y los derechos de decisión lo-
cales establecidos por las leyes agrarias (Lara y Chapela 
2006). En este contexto, el ordenamiento ecológico del 
territorio es una de las herramientas más importantes 
con las que cuenta la administración pública para regular 
el uso del suelo de manera coherente con las políticas 
ambientales generales y ha sido parte fundamental de las 
líneas de acción establecidas por la Semarnap y poste-
riormente por la Semarnat (Guevara 2005).

El oet tiene una incidencia directa en el régimen de 

propiedad de la tierra y es un instrumento que regula el 
uso que se puede hacer de la propiedad. Una de sus carac
terísticas más importantes es que posibilita la regulación 
del uso del suelo con base en un ejercicio de planeación 
participativa. Lo anterior confiere al oet la posibilidad 
de sobreponer los derechos superiores de la colectividad 
a los derechos de los particulares, principalmente en lo 
relacionado con el derecho a un medio ambiente sano, 
consagrado en el artículo 4º de la Constitución (Azuela 
2006a).

La Ley General de Asentamientos Humanos (lgah), 
por su parte, es el antecedente inmediato de las regula-
ciones establecidas en la lgeepa (Azuela 2006a) y define 
el ordenamiento territorial de los asentamientos huma-
nos como un proceso de distribución ordenada y susten-
table de la población y de las actividades económicas 
(Bravo et al. 2007).

La lgah incorporaba una visión ambiental que era 
muy novedosa al momento de su expedición en 1976, pero 
en gran medida reconocía al mundo natural sólo como el 
entorno de los asentamientos urbanos, en los cuales se 
centraba. Este enfoque tendría años más tarde un efecto 
muy importante pues, en aras de salvaguardar los temas 
ambientales, el oet se centró en las zonas naturales y 
rurales sin tomar mayormente en cuenta los asentamien-
tos urbanos. De esta forma, la planeación urbana y la am-
biental fueron abordadas con instrumentos separados 
que llegaron a ser opuestos entre sí, situación que preva-
lece hasta la fecha. Esto derivó en que algunos núcleos 
agrarios decidieran definir el uso de los recursos dispo
nibles en las tierras de su propiedad a partir del orde
namiento basado en usos del suelo, dejando de lado los 
asentamientos urbanos (Azuela 2006a). Los primeros or-

Aspectos vulnerables Problemas que ocasiona Fuente

Gestión
(cont.)

Falta de estrategias de uso sustentable 
incorporadas al programa de psa.

Se pierde la oportunidad de implementar y 
enseñar buenas prácticas de manejo.

Urquiza-Haas 2009

Falta de capacitación a comunidades y 
comunicación poco efectiva relativa a la 
naturaleza del programa de psa y sus reglas de 
operación (i.e. falta de claridad al comunicar 
conceptos complejos, como los de 
adicionalidad, línea base, mercado de 
carbono).

Limita la participación local.
Ruiz 2007; Corbera et al. 
2009

Falta de difusión del programa.

Muchos beneficiarios aún lo conciben como 
asistencialista y son relativamente pocos los 
que comprenden a cabalidad lo que es un 
servicio ambiental hidrológico

Semarnat 2011

Cuadro 8.7  [ concluye ]
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Recuadro 8.4  Modalidades de pago por servicios ambientales

Sofía Cortina

El esquema de pago por servicios ambientales se ha 
modificado desde que dio inicio su implementación. Desde su 
diseño se conceptualizó como una compensación que, por 
incorporar fondos públicos, fue necesario catalogar como un 
subsidio conforme a la normativa fiscal vigente cuando el 
sector gubernamental lo adoptó. El Programa Nacional de 
Pago por Servicios Ambientales nació en 2003, en el ámbito 
federal, y desde su origen es instrumentado y administrado 
por la Comisión Nacional Forestal (Conafor), que expide las 
reglas de operación, las cuales se han ido modificando a lo 
largo del tiempo.

Actualmente, el esquema de pago por servicios 
ambientales se desarrolla a partir de diversos programas, a 
saber:

1. Programa Nacional de Pago por Servicios 
Ambientales (vigente desde 2003)

Objetivo: otorgar apoyos a dueños de terrenos forestales, que 
de manera voluntaria decidan participar en el programa, con 
el objeto de incorporar prácticas de manejo que promuevan 
la conservación de los ecosistemas y fomenten la provisión en 
el largo plazo de los servicios ambientales, como la captación 
de agua, el mantenimiento de la biodiversidad y la captura y 

almacenamiento de carbono. Los pagos benefician a centros 
de población o apoyan el desarrollo de actividades 
productivas. Éste fue el primer esquema utilizado a partir de 
2003 y se detalla en este capítulo.

Principales características:

•	 Pueden participar únicamente los predios que se 
encuentren en la zona de elegibilidad diferenciada, en seis 
áreas de pago con diferentes montos de apoyo. El apoyo 
(pago por hectárea) se determina conforme los tipos de 
ecosistemas comprendidos en las seis regiones y el riesgo de 
deforestación (cuadro 1).

•	 Hay dos modalidades de apoyo: 1] servicios ambientales 
hidrológicos, en la que se otorgan apoyos para conservar 
los ecosistemas, para mantener los ciclos hidrológicos y 
para otros beneficios relacionados con los procesos 
hídricos, como la recarga de acuíferos y la prevención de la 
erosión del suelo, y 2] conservación de la biodiversidad, que 
otorga apoyos para mantener los ecosistemas naturales y la 
biodiversidad (flora y fauna silvestres) en ecosistemas 
forestales y en sistemas agroforestales con cultivos de 
sombra. El pago se mantiene vigente durante cinco años y 
al término de éstos se puede volver a solicitar el apoyo. Sin 
embargo, se debe renovar anualmente y la renovación está 

Cuadro 1  Montos contemplados por hectárea para el pago por servicios ambientales de acuerdo con el área de pago,  
el tipo de ecosistema y el riesgo de deforestación por presión económica

Área  
de pago Ecosistema (inegi serie IV)

Índice de presión económica  
a la deforestación (inecc)

Monto en pesos por 
hectárea por año

Superficie de zona 
elegible (ha)

1 Bosque mesófilo de montaña Muy alto, alto, medio 1 100 1 995

2 Bosque mesófilo de montaña Bajo y muy bajo 700 937 133

3
Bosque de coníferas, selva 
subcaducifolia, bosque de encino 
(encino-pino; pino-encino)

Muy alto, alto, medio, bajo y muy bajo 382 14 705 623

4
Selvas altas perennifolias, vegetación 
hidrófila (manglar)

Muy alto, alto, medio, bajo y muy bajo 550 4 497 156

5
Selva caducifolia y selva espinosa Muy alto y alto

382 1 180 150
Vegetación hidrófila Muy alto, alto, medio, bajo y muy bajo

6

Selva caducifolia y selva espinosa Medio, bajo y muy bajo

280 12 594 283Zonas áridas y semiáridas
Muy alto, alto, medio, bajo y muy bajo

Pastizales naturales

Total 33 916 340
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sujeta al cumplimiento de los lineamientos estipulados por 
el programa, entre los que prevalece la conservación de la 
cobertura vegetal.

2. Programa para Promover Mecanismos Locales  
de Pago por Servicios Ambientales a través de Fondos 
Concurrentes (vigente desde 2008)

Objetivo: conjuntar recursos financieros y operativos de la 
Conafor y de actores interesados en la creación y el 
fortalecimiento de mecanismos locales de pago por servicios 
ambientales, que promuevan la participación de instituciones 
de los tres órdenes de gobierno, organizaciones del sector 
privado o de la sociedad civil y, en general, de cualquier 
persona, física o moral. Esta aportación de recursos se destina 
a la conservación de la cobertura forestal, el otorgamiento de 
pagos por la implementación de buenas prácticas de manejo 
y, en su caso, el apoyo en cuanto a asistencia técnica y 
monitoreo comunitario.

Los proveedores de servicios ambientales reciben la 
compensación económica con el propósito de asegurar o 
mejorar la provisión de servicios ambientales múltiples, 
incluyendo servicios hidrológicos, conservación de 
biodiversidad, secuestro de carbono, belleza escénica, entre 
otros.

Principales características:

•	 Este programa está dirigido a fortalecer esquemas locales, 
junto con los usuarios de los servicios ambientales que 
estén dispuestos a aportar recursos financieros en al menos 
50% de los proyectos locales de psa, y se otorgan de 
acuerdo con ciertos lineamientos (véase Conafor 2014).

3. Fondo Patrimonial de Biodiversidad (vigente desde 
2010)

Objetivo: proveer financiamiento permanente o de largo plazo 
para el otorgamiento de pagos por servicios ambientales, 
vinculados a la biodiversidad, la realización de prácticas de 
manejo adecuadas al área de un predio dado y para apoyar la 
asistencia técnica. El propósito de este tipo de apoyo es 
conservar la biodiversidad de importancia mundial, lo que 
implica que el área elegible debe tener características 
específicas en cuanto a su diversidad biológica y al grado de 
amenaza que enfrenta como consecuencia de factores que 
ocasionan el cambio de uso de suelo (p. ej., sobreexplotación, 

tala clandestina, incendios, plagas y enfermedades). Estas 
condiciones hacen necesario realizar esfuerzos para su 
conservación, tanto en ejidos y comunidades como en 
propiedades privadas.

Principales características:

•	 Pueden participar únicamente los predios que se 
encuentren en una de las cuatro zonas elegibles, esto es, 
áreas geográficas con presencia de ecosistemas forestales y 
cuyos propietarios y poseedores (ejidos, comunidades y 
particulares) se comprometen a contribuir a la protección, 
conservación y restauración de los ecosistemas forestales y 
la biodiversidad de sus terrenos, de acuerdo con una serie 
de criterios multiescalares. En la escala más amplia son 
elegibles zonas geográficas que coinciden con regiones 
terrestres e hidrológicas prioritarias (Arriaga et al. 2000a, b), 
áreas de importancia para la conservación de las aves 
(aicas) (Arizmendi y Márquez Valdemar 2000) y aquellas 
que lo son para especies endémicas (Stattersfield et al. 
1998), los hotspots de biodiversidad de importancia 
mundial (Myers et al. 2000), los ecosistemas y sitios 
terrestres prioritarios (Conabio et al. 2007) y las zonas de 
endemismos y de alta riqueza de especies (Ramamoorthy 
et al. 1993). En las escalas más pequeñas son elegibles los 
bosques y selvas primarios que se encuentran en la zona de 
influencia de las áreas protegidas y que proveen 
conectividad entre éstas, forman parte de una microcuenca 
o son zonas que presentan un vacío institucional de 
gestión, entre otros criterios.

•	 Atención regional con el objeto de formar paquetes de 
inversión por zona elegible y con un enfoque de manejo 
integral del territorio con los actores locales de cada región.

•	 El pago permanece vigente durante cinco años y puede 
renovarse una vez concluido dicho periodo.

4. Programas especiales de Áreas de Acción Temprana 
redd+ (vigente desde 2010)

Objetivo: atender la problemática de disminución de las 
superficies forestales, frenar el proceso de deterioro de la 
vegetación en las áreas de influencia del programa y revertir la 
tendencia del cambio de uso del suelo y la consecuente 
pérdida de vegetación forestal por el desarrollo de actividades 
económicas en la región; asimismo, se pretende impulsar la 
articulación de las acciones de la Comisión Nacional Forestal 
con las de otras instituciones, incluyendo dependencias de la 

Recuadro 8.4  [ continúa ]
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denamientos comunitarios se realizaron en Oaxaca y res-
pondían a la necesidad de contar con consensos dentro 
de las comunidades que les permitieran aprovechar y pro-
teger sus recursos.

En 1986 se promulgó la Ley Forestal, la cual contenía 
implícitamente algunos elementos relacionados con el or-
denamiento, orientados hacia los aprovechamientos fo-
restales, que muchas veces aspiraban a insertarse en los 
nuevos mercados. Estos ordenamientos se dieron, en di-
versas ocasiones, en ap, de modo que se establecían lími-
tes que salvaguardaban su integridad a cambio de la po-
sibilidad de un uso regulado del suelo.

Los ordenamientos comunitarios provienen de los po-
seedores directos del territorio y obedecen a sus necesi-
dades productivas. Algunos programas gubernamenta-
les más recientes, como el Programa de Capacitación y 
Manejo Forestal (Procymaf ), se basaron en el enfoque de 
planeación participativa como el que se utiliza en el or-
denamiento comunitario. Cabe mencionar que estos or-
denamientos no constituyen una modalidad reconocida 
por la lgeepa; sin embargo, pueden considerarse como 
ordenamientos ecológicos locales si son validados y expe
didos por las autoridades municipales o alcanzar fuerza 
legal si quedan registrados como acuerdos de asamblea 
en el Registro Agrario Nacional, lo que los hace vinculan-
tes (Anta-Fonseca et al. 2006).

El ordenamiento ecológico, concebido como instru-
mento para el manejo y la conservación de los recursos 
naturales, es incluido formalmente por primera vez en la 
legislación ambiental al promulgarse la Ley Federal de 
Protección al Ambiente, el 11 de enero de 1982. Sin em-
bargo, no fue sino hasta la publicación de la lgeepa, en 
1988, cuando se dio lugar al desarrollo de legislaciones 
estatales y municipales en torno a este instrumento (ine 

2000), que expresa la preocupación por alteraciones se-
veras del paisaje y permite llevar a cabo la política am-
biental desde diferentes órdenes de gobierno (Lara y 
Chapela 2006). Con la publicación de esta ley se estable-
ce que el ordenamiento ecológico debe considerarse en 
diversas actividades sin que se defina de manera explícita 
la fuerza jurídica del instrumento (dof 1988).

En 1996 se establecen en la lgeepa cuatro modalida-
des de ordenamiento ecológico: General, Marino, Regio-
nal y Local, y se definen las atribuciones y competencias 
de cada orden de gobierno (dof 1996). También con es-
tas reformas se establece la ruta para darle validez jurídi-
ca a estos programas y se reconoce la necesidad de que 
tengan un seguimiento permanente después de su expe-
dición, para analizar su eficacia. Al mismo tiempo se es-
tablece que el oet debe regular e inducir cierta forma de 
uso del suelo, en vez de sólo programarlo, como lo esta-
blecía originalmente la versión de 1988. Esta reforma da 
a los municipios el poder de realizar ordenamientos lo-
cales para las zonas fuera de los centros de población.

Dado que se trata de un instrumento integral (Bravo 
et al. 2007), el oet puede fungir como una herramienta 
complementaria de otras, por ejemplo, en el diseño de los 
planes de manejo de las anp, en la ubicación de las uma, 
en las autorizaciones de cambio de uso del suelo forestal 
y en la evaluación del impacto ambiental. Además, se 
integra con el desarrollo económico en los distritos de 
desarrollo rural (Ley de Desarrollo Sustentable) y en las 
áreas turísticas prioritarias (Ley Federal de Turismo). 
Más recientemente, se ha considerado el oet como un 
instrumento fundamental que permite a la sociedad adap-
tarse a los retos y las amenazas derivadas del cambio cli-
mático (dof 2013).

administración pública que promuevan el desarrollo rural 
sustentable. Cabe aclarar que si se tienen otros apoyos de 
Conafor, es necesario renunciar a aquellos que abarquen el 
mismo concepto.

Dentro de las áreas de acción temprana se pretende 
contribuir al desarrollo forestal integral, considerando las 
lecciones aprendidas del modelo de desarrollo forestal 
comunitario, para recuperar la capacidad y el potencial natural 
de los suelos, la provisión de bienes y servicios ambientales, y 
la cobertura forestal en lugares con condiciones de 
deforestación y degradación.

Principales características:

•	 Atienden las regiones Selva Lacandona, Cuencas Costeras-
Jalisco, Península de Yucatán, Campeche y Quintana Roo.

•	 El psa aporta recursos basados en el costo de oportunidad 
en las zonas donde se ha identificado mayor deforestación, 
para que sirva como financiamiento para los ejidos y 
comunidades, de manera que puedan fortalecer otras 
actividades sustentables que sean redituables en el 
mediano plazo de acuerdo con una visión de paisaje.
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8.5.1  Gestión de los programas de ordenamiento 
ecológico

Quizá uno de los avances más importantes que ha tenido 
el ordenamiento ecológico como instrumento de política 
ambiental ha sido el rebasar el ámbito de los especialistas 
técnicos, que en diferentes etapas incluyeron a arquitec-
tos, a agrónomos y más recientemente a biólogos (Azue-
la 2006b), para incorporar de manera preponderante a 
los actores sociales usuarios del territorio en la formu
lación de los programas. Con este esquema, los expertos 
académicos traducen la información aportada por los 
representantes de los sectores productivos para incorpo-
rarla a una propuesta técnicamente sólida y viable de uso 
del territorio. Los talleres de planeación participativa y la 
integración de un comité cuyo objetivo principal es su-
pervisar y validar las diferentes etapas del proceso re
presentan importantes avances para construir un instru-
mento con legitimidad y respaldo social. Las disposiciones 
que reglamentan la participación de las autoridades y la 
sociedad en el proceso de ordenamiento ecológico están 
contenidas en el reglamento de la lgeepa en materia de 
ordenamiento ecológico (roe), publicado en el Diario 
Oficial de la Federación (dof 2014b).

El marco jurídico y metodológico del ordenamiento 
ecológico ha evolucionado notablemente en la conso
lidación de sus dos primeras fases: la formulación y la 
expedición. La primera implica la firma de convenios, la 
creación de los comités, la elaboración de los programas 
y la consulta pública, mientras que la segunda corres-
ponde a la publicación del decreto. Aunado a esto, se ha 
realizado un gran esfuerzo en los ámbitos federal, estatal 
y municipal para incrementar el número de ordenamien-
tos ecológicos decretados, tanto en la modalidad regio-
nal como en la local.

Hasta 2014 se han decretado más de 100 programas en 
el país, en sus diferentes modalidades (Semarnat 2014b). 
Los programas regionales y locales tienen una cobertura 
de más de 40% de la superficie terrestre del país y 30% del 
mar territorial ya cuenta con un decreto federal de orde-
namiento ecológico marino (figura 8.3; cuadro 8.8). Cabe 
resaltar que el Programa de Ordenamiento Ecológico 
General del Territorio fue expedido en 2012 (Semarnat 
2012) y cubre la totalidad de la superficie continental na-
cional (recuadro 8.5).

Por su parte, el roe establece que para las etapas de 
ejecución y evaluación se debe elaborar una bitácora am-
biental en la que se incluya el registro de los avances del 
proceso. En este sentido, la Semarnat y algunos estados 

como Quintana Roo, Yucatán, Colima y Chiapas han de-
sarrollado una bitácora ambiental en sus páginas de in-
ternet y ponen así a disposición del público la información 
relacionada con los procesos de ordenamiento ecológico 
de su competencia (sesiones y actas de comité, resultado 
de los estudios, decretos, etc.). Esto permite que un im-
portante número de personas tenga acceso a la informa-
ción generada en los procesos y a las decisiones que se 
toman en ellos. Desde luego, el acceso a esta información 
está limitado al sector de la población que cuenta con in-
ternet; aun así, el hecho de que, con menor o mayor difi-
cultad, esta información pueda ser consultada libremente 
es un avance importante y contribuye a la transparencia 
en los procesos de ordenamiento. El roe establece que la 
bitácora también debe ser un instrumento para la evalua-
ción de la efectividad de los lineamientos y las estrategias 
ecológicas contenidos en los programas de ordenamien-
to ecológico, por medio del establecimiento de indica
dores ambientales. Este objetivo de la bitácora ambiental 
aún requiere un mayor desarrollo metodológico y el for-
talecimiento de mecanismos de coordinación entre las 
autoridades participantes, para dar puntual seguimiento 
a la ejecución y el cumplimiento de los programas.

8.5.2  Principales retos del ordenamiento 
ecológico

La corresponsabilidad de la sociedad en el proceso de 
formulación de los programas de ordenamiento ecoló
gico es fundamental para su adecuada ejecución y cum
plimiento. Por ello se requiere un mayor esfuerzo de las 
autoridades federales, estatales y municipales en la cons-
trucción de espacios y mecanismos adecuados para la 
participación social que, además, deben reflejarse en el 
libre acceso a la información.

Es necesario que se fortalezcan los procesos metodo-
lógicos con los que se realizan los ordenamientos, para 

Cuadro 8.8  Cobertura de programas de ordenamiento 
ecológico decretados

Modalidad Número
Superficie  

(km 2)
% de cobertura 

continental o zee

General del territorio 1 1 964 375 100

Marinos 2 1 074 527.66 34

Regionales 40 745 849 38

Locales 64 101 935 5

Fuente: Semarnat 2014b.
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asegurar que se incluyan criterios ecológicos (Rosete et al. 
2006; Venegas y Rojas 2009). Asimismo, hace falta desa-
rrollar sistemas de seguimiento y evaluación de los orde-
namientos, que permitan determinar si el instrumento 
contribuye a la conservación de la biodiversidad (Rosete 
et al. 2006). Para esto es necesario incrementar la infor-

mación acerca del estado de conservación y las tenden-
cias de transformación de los ecosistemas en diferentes 
escalas (véanse el capítulo 19 del volumen II y el capítulo 
9 de este volumen), así como fortalecer las capacidades 
técnicas de las autoridades municipales, estatales y fede-
rales (Vallarta 2002).

Recuadro 8.5  El Programa de Ordenamiento Ecológico General del Territorio

Araceli Vargas-Mena y Amezcua

El Ordenamiento Ecológico General del Territorio fue incluido 
en la lgeepa desde su publicación en 1988 y está dirigido a 
vincular las acciones de la administración pública federal 
(apf), que debe observar la variable ambiental en sus 
programas y acciones (dof 1988). Sin embargo, fue en 
septiembre de 2012 cuando se logró su expedición mediante 
su publicación en el Diario Oficial de la Federación (Semarnat 
2012) y se encuentra disponible para consulta en la página de 
internet de la Semarnat (Semarnat 2014c).

Este programa, concebido como instrumento de política 
integral y transversal, representa un gran avance para la gestión 
y la planeación ambiental del territorio nacional. Permite 
impulsar la coordinación institucional mediante sinergias entre 
las dependencias federales relacionadas con el uso y manejo 
del territorio, por medio de la definición concertada de 
lineamientos y estrategias que sean coherentes con los planes 
y programas de la administración pública, así como con los 
presupuestos de egresos y los programas de obra pública en 
los ámbitos nacional y regional.

En la formulación de este programa participaron los 
representantes de 10 secretarías y de seis de sus órganos 
desconcentrados, todos ellos integrantes del Grupo de 
Trabajo Intersecretarial (gti),1 órgano que tiene por objeto 
coordinar las acciones encaminadas a su formulación, 
expedición y ejecución.

La formulación del programa fue coordinada por la 
Semarnat y el Instituto Nacional de Ecología (hoy inecc), a 
partir de un esquema metodológico siempre apegado a lo que 
establece el reglamento de la lgeepa para el ordenamiento 
ecológico (roe) (figura 1).

A lo largo de todo el proceso de formulación se realizaron 
talleres para identificar las áreas de interés para las secretarías 
participantes, estatales y federales, sobre las transformaciones 
territoriales a corto, mediano y largo plazos en las diferentes 
regiones del país. Se realizaron también dos procesos de 
consulta pública, de tres meses cada uno, de acuerdo con lo 
establecido en el reglamento de la lgeepa en la materia.

Inicialmente se realizó la regionalización del país en 
unidades territoriales sintéticas, considerando características 
ambientales como clima, relieve, vegetación y suelo. Estas 
unidades, conocidas como unidades ambientales biofísicas 
(uab), sirvieron de base para el análisis que se realizó durante 
todo el proceso de formulación del programa.

Un componente fundamental del programa es la definición 
de políticas ambientales que deben considerarse en el desarro-
llo de cada uab, así como los sectores productivos que deben 
asumir la responsabilidad o corresponsabilidad de conducir las 
regiones a un estado ambientalmente estable. La asignación 
de responsabilidad a los sectores en las uab no significa que 
sus actividades puedan llevarse a cabo en ellas al margen de la 
normatividad que les es aplicable, sino que se establece un 
doble compromiso de impulsar y cumplir con los lineamien-
tos, estrategias y acciones establecidos en el programa.

Corresponde a la Semarnat y al gti establecer los 
mecanismos para la ejecución de este programa y fortalecer 
con ello el componente ambiental en el quehacer de todo el 
gobierno federal. Así, el Ordenamiento Ecológico General del 
Territorio representa no sólo una normatividad ambiental, 
sino una herramienta para lograr que los criterios ambientales 
sean transversales y abarquen todas las áreas de la política 
pública a través de sus dependencias. A partir de ello y de la 
participación social, que permite que los diferentes sectores de 
la población involucrados en el proceso se apropien de él, en 
vez de sentirlo como invasivo y limitante, el oet también es 
una contribución imprescindible para la toma de decisiones 
orientadas al desarrollo sustentable.

1	 El gti está conformado por las secretarías de Desarrollo Social, de 
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, de 
Comunicaciones y Transportes, de Turismo, de la Reforma Agraria, 
de Economía y de Medio Ambiente y Recursos Naturales, así como 
por el Instituto Nacional de Ecología (ahora Instituto Nacional de 
Ecología y Cambio Climático), Petróleos Mexicanos, la Comisión 
Federal de Electricidad, el Centro Nacional de Prevención de 
Desastres, el Consejo Nacional de Población, el Servicio Geológico 
Mexicano y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía.
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Figura 1  Esquema metodológico para la formulación del Programa de Ordenamiento Ecológico General del Territorio (poegt). 
Fuente: Hernández Santana et al. 2013.

Recuadro 8.5  [ concluye ]
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Adicionalmente, persiste la necesidad de fortalecer los 
mecanismos de coordinación y comunicación entre los 
diferentes órdenes de gobierno (Serrano Migallón 2002; 
Wong-González 2010), eliminar las carencias económi-
cas y de capacidades técnicas que se presentan sobre to
do en el ámbito municipal (Rosete et al. 2006), y evitar la 
contradicción entre los ordenamientos en diferentes es-
calas que pueden llevar a la asignación de un tipo de uso 
que contravenga el determinado por otros niveles (p. ej., 
una decisión municipal puede contravenir otra estatal o 
federal) (Azuela 2006a; Bravo et al. 2007; capítulo 5 del 
volumen III). De igual manera, para colocar el oet como 
instrumento promotor del desarrollo sustentable y vin-
cularlo con otros instrumentos de política ambiental es 
importante que se estimule la participación de otras de-
pendencias del gobierno federal, como Sagarpa (p. ej., en 
los Consejos de Desarrollo Rural; véase Bravo et al. 2007), 
Sectur, Sedesol, se, Sener, sct, Pemex, cfe y Conapo, en 
los diversos procesos de ordenamiento ecológico de su 
competencia, para promover la sinergia y la integración 
con instrumentos de planeación urbana, tal como lo hizo 
para la formulación del Programa de Ordenamiento Eco-
lógico General del Territorio.

Aún es necesario actualizar el marco jurídico para sub-
sanar los vacíos existentes y reforzar los mecanismos ins-
titucionales que garanticen el cumplimiento de lo estable-
cido en los programas de ordenamiento (Azuela 2006b; 
Contreras y Cancino 2006; Wong-González 2010). En el 
cuadro 8.9 se muestra un resumen de los principales re-
tos que enfrenta este instrumento.

La solidez técnica y jurídica que ha alcanzado el orde-
namiento ecológico del territorio puede y debe ser apro-
vechada por las autoridades y la sociedad en su conjunto, 
ante los importantes retos que enfrenta el país con el 
cambio climático. La adaptación ante este fenómeno re-
quiere nuevos arreglos territoriales en los que la sinergia 
de instrumentos ambientales y la participación social de-
berán ser la base para el desarrollo sustentable de estados 
y municipios, principalmente de aquellos identificados 
con una mayor vulnerabilidad ante fenómenos meteoro-
lógicos.

8.5.3  Ordenamiento ecológico y ordenamiento 
territorial

Si bien el ordenamiento ecológico es una potente herra-
mienta que adquiere cada vez más importancia (capítulo 
5 del volumen III), aún enfrenta dificultades que deben 
atenderse. Una de ellas es la separación, que ya se ha co-

mentado, entre el ordenamiento territorial, orientado 
principalmente a los asentamientos humanos, la pobla-
ción y las actividades productivas (actualmente a cargo 
de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urba-
no, Sedatu),9 y el ordenamiento ecológico, el cual consi-
dera de forma preponderante la conservación y el apro-
vechamiento sustentable de los recursos naturales (del 
cual se ocupa la Semarnat). Esta separación administra-
tiva refleja una concepción anacrónica en la que los am-
bientes urbanos y naturales están desvinculados, y crea 
dificultades de gestión que pueden llevar a contradiccio-
nes y conflictos entre los diferentes responsables, lo cual 
impide el cabal cumplimiento de las respectivas leyes 
(lgah y lgeepa) y provoca la gestión fragmentada de 
un mismo territorio. 

A pesar de periodos en los que ha habido avances en la 
integración de las actividades de las dependencias (capí-
tulo 5 del volumen III), los tropiezos han sido frecuentes 
y es necesario avanzar en el desarrollo de políticas con-
vergentes que tengan como eje la gestión integral del te-
rritorio.

8.6  Conclusiones

En México se han adoptado muchas medidas y estrate-
gias de conservación que se utilizan en el ámbito interna-
cional, algunas de ellas incluso muy tempranamente en 
comparación con otros lugares del mundo; todo parece 
indicar que el esfuerzo de consolidación de las mismas 
tiende hacia los resultados deseados, aun con los retos 
que enfrentan. 

Dada la situación económica de México, tal como en 
otros países donde la atención de la pobreza es priorita-
ria y urgente, resulta necesario complementar los esfuer-
zos de conservación que se realizan en las ap (DeClerck 
et al. 2010). Centrar los efectos de conservación en este 
instrumento es insuficiente para proteger la enorme di-
versidad biológica de México, debido a las dificultades 
descritas en el capítulo y a la enorme complejidad social 
del país. La selección del área a proteger y del tipo de ma-
nejo a llevar a cabo debe ser cuidadosa y adecuada a las 
condiciones ambientales y sociales, ejemplo de ello es que 
la efectividad de las rb ha demostrado ser en cierto senti-
do un indicador de cuán importante es considerar no sólo 
los aspectos ecológicos de la zona a proteger, sino tam-
bién las dimensiones socioeconómicas y ambientales. Las 
experiencias en diferentes ap del país deben recordarnos 
que los habitantes de las ap y de las zonas circundantes 
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Ámbito Vulnerabilidades Problemas que ocasiona Fuente

Legislación

Ordenamientos territoriales a cargo de 
diferentes instancias y órdenes de gobierno 
con visiones encontradas.

Dificulta el cumplimiento de la normatividad (lgah 
y lgeepa) y provoca falta de claridad respecto al 
uso de los instrumentos adecuados para resolver 
los problemas asociados al uso del territorio.

Azuela 2006b; Bravo et al. 
2007; Rosete y Díaz 2007; 
Wong-González 2010

Multiplicidad de instrumentos normativos 
sectoriales aplicados a escalas diferentes de 
la planeación territorial.

Confusión, conflicto y duplicidad en las acciones de 
los diferentes sectores y órdenes de gobierno.

Contreras y Cancino 2006; 
Wong-González 2010

No se prevén mecanismos legales para 
resolver las controversias emanadas de 
visiones divergentes sobre el uso del 
territorio entre las autoridades estatales y 
municipales.

Falta de herramientas legales para dirimir 
controversias.

Azuela 2006b

No se establece de manera clara —en los 
oet publicados— la obligatoriedad de los 
lineamientos derivados de los mismos.

Provoca confusión y dificulta una gestión efectiva. Azuela 2006b

Ambigüedad en los alcances del oet en el 
ámbito de las legislaciones estatales.

Dificulta una gestión efectiva. Contreras y Cancino 2006

Incumplimiento en la distribución de 
atribuciones.

Cuando los estados promueven oet con 
disposiciones aplicables a los ordenamientos 
locales, éstos carecen de sustento jurídico para su 
implementación.

Contreras y Cancino 2006

Metodología

Falta de homogeneidad en la metodología 
y el resultado final de los ordenamientos 
ecológicos.

No se garantiza la calidad de los oet ni el 
cumplimiento de su objetivo principal. Posibilita la 
imposición de una visión sectorial o de intereses 
económicos o políticos específicos.

Azuela 2006b;  
Rosete y Díaz 2007; 
Wong-González 2010

Falta de inclusión de criterios científicos 
—geomorfológicos, biológicos y 
ecológicos— en la planeación del oet.

No se cumple con el objetivo del oet. Se ponen en 
riesgo las aptitudes y capacidades biofísicas del 
territorio para el soporte de actividades humanas.

Venegas y Rojas 2009; 
Rosete et al. 2006

Ausencia de normas claras para el 
cumplimiento de las reglas establecidas en 
los oet.

Dificulta el seguimiento de las mismas así como el 
cumplimiento cabal de los lineamientos del oet.

Azuela 2006b

Incorporación de materias federales e 
inclusión de temas que carecen de un 
referente territorial en el oet.

Superposición de atribuciones.
Azuela 2006b; Contreras y 
Cancino 2006

Datos insuficientes, de mala calidad o a 
escalas demasiado generales para ser 
efectivos.

No se garantiza la calidad de los oet ni el 
cumplimiento de su objetivo.

Venegas y Rojas 2009; 
Wong-González 2010

Poca experiencia técnica e institucional 
para el desarrollo, ejecución y seguimiento 
del oem.

No se garantiza la calidad de los oem ni el 
cumplimiento de su objetivo.

Rosete et al. 2006

Contradicción entre los ordenamientos 
realizados a diferentes escalas y dificultad 
para integrar los resultados del oet 
realizados en diferentes ámbitos o por 
diferentes instituciones.

Dificulta la implementación eficaz de los 
lineamientos derivados del oet y refleja la falta de 
utilización de criterios científicos y uso de métodos 
homogéneos en su diseño.

Azuela 2006b; Bravo et al. 
2007; capítulo 5, volumen 
III de esta obra.

No se han definido indicadores 
pertinentes para abordar los aspectos 
sociales del oet.

Se pierde la oportunidad de integrar variables 
sociales en el análisis, las cuales tienen la mayor 
influencia en el uso del territorio.

Azuela 2006b

Gestión
Para acelerar el proceso y reducir sus 
costos, en ocasiones se evita la promoción 
amplia de los espacios de participación.

No se cuenta con el respaldo de los actores 
involucrados, lo que pone en riesgo su 
permanencia en el mediano y largo plazos.

Cuadro 8.9  Principales vulnerabilidades en el diseño y la gestión del ordenamiento ecológico del territorio
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deben ser parte del proceso de protección desde que éste 
se inicia, tanto en términos éticos como políticos.

México ha desarrollado algunas herramientas propias 
como las uma. Este enfoque resulta novedoso pues per-
mite el establecimiento de prácticas sustentables y con-
tribuye a regular y detener la transformación de los eco-
sistemas a partir de alternativas económicas para que 
puedan conducir al uso sustentable y a la conservación 
de la biodiversidad en su sentido más amplio. Este esque-
ma, que se amolda en particular a las características de 
ciertas regiones en nuestro país, es una innovación muy 
prometedora y, sin duda, un parteaguas en la política am-
biental de México. Aunque no hay manera de saber qué 
hubiera sucedido en muchas de las zonas cuyo aprove-
chamiento hoy está con este instrumento de gestión, es 
probable que varias de ellas hayan acumulado más de 
una década de deterioro adicional al que tenían cuando 
se establecieron como uma. La disparidad entre las uma 
de la región norte del país y las del sur es reflejo de múl-
tiples factores socioculturales y ambientales que pueden 

ser determinantes para definir el éxito o el fracaso de una 
uma en particular, y de este enfoque en general. Es igual-
mente necesario que se atiendan las irregularidades iden-
tificadas, como el subarrendamiento, los errores metodo
lógicos en la estimación del tamaño de las poblaciones 
sujetas a aprovechamiento extractivo y, en algunos casos, 
la introducción de especies exóticas potencialmente in-
vasoras, así como la ausencia de monitoreos regionales y 
a lo largo del tiempo. Además, se deben desarrollar me-
canismos de educación y capacitación continua en temas 
de aprovechamiento sustentable de la vida silvestre diri-
gidos a quienes manejan los diferentes tipos de uma, y 
promover la diversificación de las especies aprovecha-
das, así como del tipo de aprovechamiento al que son 
sujetas. Si bien la superficie creciente de las uma se ha 
considerado como un indicador del éxito de esta estrate-
gia, es claramente insuficiente en estos momentos. Aho-
ra es necesario contar con un sistema eficiente y conti-
nuo de monitoreo y evaluación que permita saber qué 
tan efectivas son las uma en los ámbitos local, regional y 

Ámbito Vulnerabilidades Problemas que ocasiona Fuente

Gestión
(cont.)

La consulta de la bitácora ambiental se 
limita a quienes tienen acceso a internet.

Dificulta el seguimiento de los acuerdos derivados 
del oet por parte de la población en general.

Dificultad institucional para implementar 
los lineamientos y las estrategias 
ambientales derivados de los oet en los 
tres órdenes de gobierno.

No se garantiza el cumplimiento de los objetivos 
del oet.

Bravo et al. 2007; 
Wong-González 2010

Dificultad para incorporar los lineamientos 
y las estrategias derivadas del oet en los 
diferentes instrumentos de planeación 
sectorial.

Se promueven esquemas de uso del territorio que 
se contraponen a los lineamientos ambientales del 
oet.

Bravo et al. 2007; 
Wong-González 2010

Falta de coordinación intersectorial y 
aplicación de visiones sectoriales al oet.

Se implementan programas sectoriales que en 
ocasiones son contradictorios y dificultan la 
operatividad e instrumentación de los oet.

Serrano Migallón 2002; 
Wong-González 2010

Falta de capacidades económicas, técnicas 
y de infraestructura en el ámbito municipal 
para realizar sus propios ordenamientos y 
programas de uso del territorio.

No se garantiza la calidad de los oet ni el 
cumplimiento de su objetivo.

Vallarta 2002, citado en 
Bravo et al. 2007

Autorización de modificaciones al paisaje 
en zonas asignadas para otros propósitos, 
en los oet promovidos desde los ámbitos 
federal o estatal.

Conflictos entre los distintos ámbitos de gobierno y 
anula el trabajo invertido en el oet.

Romero 2002

Conflictos y tensiones políticas entre 
distintos ámbitos de gobierno durante la 
implementación de los oet.

Obstaculiza la eficiente implementación de los 
lineamientos del oet y se pierde la oportunidad de 
generar sinergias interinstitucionales.

Sánchez 2002

Falta de evaluación de los oet.
Impide conocer los aciertos o desaciertos del 
proceso y su implementación.

Rosete et al. 2006

Cuadro 8.9  [ concluye ]
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nacional. Del mismo modo, el monitoreo y la evaluación 
no deben centrarse sólo en los aspectos bióticos y físicos, 
sino que deben incorporar también los socioeconómicos 
y culturales.

El psa requiere especial atención tanto por ser relati-
vamente novedoso como por las grandes expectativas 
que se han puesto en este mecanismo. Si bien, como se 
dijo, el psa tiene el gran mérito de incorporar bienes in-
tangibles, que se basan en procesos ecológicos más que 
en productos comerciales, el mercado mismo es muy in-
tangible. Hay diversos puntos de vista sobre si el merca-
do es real; aunque no sea éste el sitio para entrar en esta 
discusión, lo cierto es que un mercado en el que el com-
prador fija el precio del bien a adquirir no se apega a lo 
que en general entendemos por mercado. La reducción 
de la complejidad ambiental a un solo servicio, la falta de 
reconocimiento de los muchos valores de un servicio a 
fin de poder considerarlo como objeto de comercio y las 
asimetrías de poder han sido señaladas como grandes 
limitantes del esquema de psa (Kosoy y Corbera 2010). 
Cada zona que se incorpora al programa de psa tiene 
características propias, que deben ser enfatizadas a fin de 
que quienes protegen los servicios ambientales tengan 
acceso cada vez a más información sobre lo que proveen 
y sobre los resultados de los cuidados que ponen a sus 
predios. Es igualmente necesario que los diferentes eco-
sistemas sean evaluados de forma adecuada. Las diferen-
cias en los montos comprometidos para el pago de los 
servicios ambientales de los diferentes ecosistemas son 
sumamente riesgosas, aun cuando reflejan prioridades de 
conservación. Como ejemplo baste mencionar que va a 
ser muy difícil detener el deterioro de los ecosistemas de 
zonas áridas por la sobreexplotación de los acuíferos aso-
ciada a prácticas agrícolas que no son sustentables (p. ej., 
alfalfa y jitomate en el norte del país) si lo que se paga por 
hectárea es mucho más bajo que los costos de oportuni-
dad por las actividades productivas. Si bien los criterios 
de riesgo y la falta de presupuesto son limitantes para lo 
que se puede invertir en los psa, es imprescindible revisar 
este aspecto, que sólo irá agravándose conforme nuevos 
predios entren a este programa y la demanda económica 
se incremente. Como cualquier programa, gubernamen-
tal o de otra índole, el psa se ve afectado por las dificul-
tades económicas periódicas que caracterizan la econo-
mía mexicana, con lo que su continuidad se dificulta. Sin 
embargo, el hecho de que el financiamiento se compro-
meta por varios años y haya además mecanismos de fi-
nanciamiento a largo plazo representa una garantía para 
los dueños de las tierras involucradas en el programa, y 

la estabilidad que esto confiere al programa y a los usua-
rios es una gran virtud del psa (León et al. 2012), sobre 
todo considerando que los financiamientos gubernamen-
tales rara vez rebasan el año. Al igual que con las uma y 
las ap, se requieren evaluaciones técnicas basadas en el 
mejor conocimiento disponible para el psa. Algunos as-
pectos aún no se acaban de dirimir en el ámbito científi
co, como la relación entre la biodiversidad y los servicios 
ambientales o el funcionamiento natural de los ecosiste-
mas (DeClerk et al. 2010; Cardinale et al. 2011; capítulo 
9 de este volumen); hay que tomar en cuenta que la falta 
de definición en estos temas ecológicos vuelve los pro-
gramas más vulnerables ante quienes prefieren extraer 
bienes tangibles para insertarlos en mercados que tienen 
un funcionamiento más tradicional que el de los bienes 
intangibles. La necesidad de investigación científica en 
estos rubros es evidente y debe incorporarse a la estrate-
gia de psa, de modo que sea continua y cuente con el fi-
nanciamiento necesario.

La interacción de diferentes estrategias de conserva-
ción in situ debe impulsarse, pues aún no se logra una 
integración completa entre ellas. La contradicción entre 
diferentes dependencias gubernamentales figura entre los 
factores que han propiciado esto. La falta de transversa-
lidad de los temas ambientales y de la política pública que 
de ellos deriva ha sido analizada muchas veces (Ponce-
Nava 2006; Cortina y Zorrilla 2009), pero es necesario 
recalcarla aquí también.

Es también importante mencionar que las estrategias 
aquí analizadas, al igual que otras que involucran la con-
servación y el manejo sustentable del capital natural, en-
frentan barreras administrativas que frecuentemente son 
excesivas y que limitan tanto su aplicación como su eva-
luación y adecuación a las diferentes condiciones espa-
cio-temporales que se presentan. El exceso de pasos ad-
ministrativos, el centralismo y la sobrerregulación tienen 
un efecto inmovilizador en la aplicación de algunas es-
trategias y llegan a traducirse en el incumplimiento de 
normas y en usos clandestinos e ilegales (Merino y Mar-
tínez 2014).

Algunas políticas públicas que han resultado en daños 
directos e indirectos para los ecosistemas, la vida silves-
tre y la salud humana son en muchos casos promovidas 
desde sectores como turismo, desarrollo agropecuario y 
pesquero y comunicaciones y transportes, que operan 
con presupuestos muy superiores al del sector ambiental 
(véase el capítulo 6 de este volumen). Por ejemplo, en 
2014 el presupuesto para impulsar actividades agrícolas 
y ganaderas fue de cerca de 83 000 millones de pesos, 
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mientras que el destinado a medio ambiente (excluyendo 
el de Conagua) fue de 16 500 millones de pesos, es decir, 
cinco veces menor (pef 2014). De no lograrse una visión 
integral en la que se considere el valor del capital natural 
en las políticas de desarrollo a lo largo de todo el país 
(como ejemplo véase el recuadro 8.2), los programas e 
instrumentos de conservación in situ seguirán siendo in-
suficientes para frenar la pérdida y el deterioro de los 
ecosistemas.

La falta de transversalidad y coordinación interinstitu-
cional no sólo se da dentro y entre los diferentes órdenes 
de gobierno, sino también en el propio sector ambiental. 
Como muestra de ello basta mencionar que generalmen-
te la declaratoria de los diferentes tipos de ap rara vez se 
ve acompañada de un proceso de oet, y que lo mismo 
sucede con los programas de psa. De esta forma no se 
establecen políticas armonizadas que tiendan a la susten-
tabilidad y, en no pocas ocasiones, se abre la puerta a la 
ilegalidad y a la corrupción. Un efecto colateral tanto en 
ap como en psa y en cierta medida en uma es que al 
decretarse las áreas que quedan de una u otra forma pro-
tegidas o reguladas, se dejan desprotegidas las zonas cir-
cundantes y vecinas, de modo que la declaratoria de un 
ap o de un predio según el esquema de psa pareciera ser 
un cheque en blanco para las zonas adyacentes, cuya 
transformación tiene efectos regionales que alcanzan las 
mismas extensiones bajo protección. De estas experien-
cias resulta claro que para preservar el capital natural no 
basta sólo con proteger estrictamente fragmentos que 
conservan en mayor o menor medida la integridad de los 
ecosistemas naturales, sino que es necesario desarrollar 
esquemas de restauración y de uso sustentable a diferen-
tes escalas a lo largo y ancho del país.

Como punto final, hay que mencionar que de nada sir-
ven las leyes y los reglamentos, así como las reglas y los 
lineamientos de operación, si los compromisos que con-
llevan no se cumplen. En este tenor, no tiene ningún sen-
tido hacer el esfuerzo de contar con oet, desarrollados a 
partir de arduos procesos de participación social para 
llegar a acuerdos consensuados, si los grupos de poder 
tanto político como económico pueden revertir todos los 
acuerdos unilateralmente, como sucedió en el caso de las 
cañadas de Cuernavaca, Morelos, por dar un ejemplo, 
donde después de varios años se habían acordado medi-
das de protección para las barrancas y que fueron rever-
tidos en julio del 2011, en un reunión cupular que acordó 
ceder estas importantes zonas a la especulación inmobi-
liaria. Lamentablemente, los compromisos incumplidos 
son muy frecuentes y han llevado en no pocas ocasiones 

a respuestas de la sociedad civil. Es de esperarse que estas 
respuestas sean cada vez más frecuentes, tanto por el ac-
ceso a la información con el que cuentan diferentes gru-
pos sociales como por el cansancio que el incumplimien-
to de las leyes va causando en la sociedad.

En resumen, podemos decir que en México muchos 
instrumentos de conservación han tenido historias se-
mejantes, pues se establecen e implementan mediante 
grandes acciones pero después no se desarrollan adecua-
damente y tardan tanto en consolidarse que, cuando lo 
hacen, ya son mucho más vulnerables. La adopción de 
una estrategia de conservación in situ debe incorporar, 
desde el principio, otras herramientas compatibles y con-
tar con mecanismos de evaluación que permitan intro-
ducir correcciones cuando éstas sean necesarias. Igual-
mente, debe no sólo apegarse a la ley, sino también contar 
con mecanismos que la blinden contra las prácticas que 
la vulneran. Los esquemas de protección requieren una 
revisión permanente para no quedarse estancados en pa-
radigmas cuya vigencia se va perdiendo sin que sea posi-
ble modificarlos. Esto subraya la necesidad de contar con 
una legislación sólida pero suficientemente flexible como 
para adaptarse a los cambios de enfoque necesarios con-
forme cambian las condiciones ambientales y socioeco-
nómicas. También subraya la necesidad de contar con 
investigación permanente y continua sobre los procesos 
naturales que son la base de la conservación, y de los pro-
cesos sociales que conllevan. La investigación trans e in-
terdisciplinaria es, en este sentido, fundamental, y debe 
estar debidamente financiada y evaluada. Finalmente, 
poco se logrará mientras las políticas de los diferentes 
sectores gubernamentales se contrapongan. La falta de 
transversalidad es hoy, hay que volver a decirlo, una ba-
rrera inmensa para el desarrollo de una política ambien-
tal que permita incorporar el medio ambiente como un 
elemento fundamental para el desarrollo, aun cuando se 
cuente con herramientas versátiles que, aunque perfecti-
bles, han tenido y deben seguir teniendo un papel funda-
mental en la conservación del capital natural de México.
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Apéndice 8.1  Problemas y amenazas reportadas para las áreas protegidas estatales

Amenazas Factores de presión Estados que los reportan

Cambio de uso 
del suelo

•	 Discrepancia entre la vocación del suelo y su uso actual (e.g., uso 
irracional de los mejores suelos productivos para usos urbanos e 
industriales)

•	 Uso ineficiente del suelo con baja productividad, lo que incrementa 
la demanda de nuevo suelo

•	 Expansión de la frontera agropecuaria
•	 Sobrepastoreo (Nuevo León)
•	 Apertura de caminos (Aguascalientes y Oaxaca) 

Aguascalientes, Chiapas, Coahuila, D.F., 
Durango, Estado de México, Guerrero, Hidalgo, 
Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Querétaro, San Luis Potosí, Tabasco, Tlaxcala, 
Veracruz, Michoacán

•	 Expansión de asentamientos humanos irregulares
•	 Desarrollos campestres (Nuevo León) 
•	 Desarrollos turísticos

Aguascalientes, Chiapas, D.F., Estado de México, 
Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Tabasco, 
Veracruz

Sobreexplotación 
de especies

•	 Tala clandestina
Aguascalientes, Chiapas, Coahuila, D.F., Estado 
de México, Guerrero, Nuevo León, Oaxaca, 
Puebla, Tlaxcala, Michoacán

•	 Cacería furtiva
•	 Saqueo de recursos forestales no maderables

Aguascalientes, Chiapas, Coahuila, D.F., Estado 
de México, Hidalgo, Nuevo León, Oaxaca, 
Puebla, Tlaxcala, Veracruz, Michoacán, 
Tamaulipas

Extracción 
(recursos no 
bióticos)

•	 Explotación de material pétreo 
•	 Minería
•	 Sobreexplotación de mantos acuíferos (Coahuila, Nuevo León)

Coahuila, San Luis Potosí, Michoacán, 
Nuevo León

Otros

•	 Infestación por insectos en árboles y arbustos, proliferación de 
plantas parásitas

Aguascalientes, Nuevo León

•	 Incendios
Chiapas, Coahuila, D.F., Durango, Hidalgo, 
Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, Tabasco, 
Tamaulipas

•	 Sequías Durango

•	 Introducción de especies exóticas
Chiapas, Coahuila, D.F., Oaxaca, Puebla, 
Michoacán, Tamaulipas

Contaminación
•	 Disposición irregular de desechos sólidos 

Chiapas, D.F., Hidalgo, Oaxaca, Puebla, Tabasco, 
Tamaulipas

•	 Descarga de aguas residuales en cuerpos de agua
Chiapas, D.F., Hidalgo, San Luis Potosí, 
Michoacán, Tamaulipas

Actividades 
turísticas

•	 Uso indiscriminado de vehículos de campo traviesa 
(Aguascalientes)

•	 Uso excesivo por parte de los visitantes de estas áreas y 
vandalismo (D.F.)

•	 Turismo sin control, turismo sin conciencia ambiental (Nuevo León, 
San Luis Potosí) 

•	 Industria turística carente de criterios ambientales (Tabasco)

Aguascalientes, D.F., Nuevo León, San Luis 
Potosí, Tabasco, Tamaulipas

Factores sociales

•	 Crecimiento poblacional Estado de México, Tabasco

•	 Tenencia de la tierra
•	 Conflictos jurídicos entre ejidos y comunidades (D.F.)
•	 Situación política inestable (Tabasco)
•	 Especulación de la tierra (Querétaro)
•	 Conflictos sociales que obstaculizan el adecuado trabajo de las 

comunidades y el desarrollo de acciones institucionales (Chiapas)
•	 Diferencia de intereses entre los distintos propietarios de la tierra 

(Aguascalientes)

Chiapas, Coahuila, D.F., Nayarit, Oaxaca, Puebla, 
Tabasco, Chiapas, Aguascalientes, Michoacán 
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Notas

1	 Los cálculos de porcentaje y del área de ap estatales y muni-
cipales que no se encuentran superpuestas con las anp se 
hicieron por medio de un sistema de información geográ
fica, con la cartografía de anp y de las áreas destinadas vo-
luntariamente a la conservación (áreas certificadas) de la Co
misión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (Conanp 
2014; De la Maza-Elvira et al. 2016), y la base de datos geo-
gráfica de áreas protegidas estatales y municipales (Conabio 
2015b). Para establecer el límite entre la porción terrestre y 
la zona económica exclusiva (incluyendo el territorio insu-
lar) se utilizó la cartograf ía de la zona económica exclusiva, 
escala 1 : 250 000 (Conabio 2011).

2	 En el reglamento de la lgeepa en materia de áreas naturales 
protegidas, en su artículo 3º, fracción XI, se define el progra-
ma de manejo como el instrumento rector de planeación y 
regulación que establece las actividades, las acciones y los 
lineamientos básicos para el manejo y la administración del 
área natural protegida respectiva.

3	 El programa operativo es un programa de acción a corto pla-
zo que contiene los elementos (objetivo, estrategia, meta y 
acción) que permiten la asignación de recursos humanos y 
materiales a las acciones que facilitarán el cumplimiento de 
una meta específica.

4	 En 2011 y 2015 se realizó una consulta por medio del ifai a 
todos los estados de la República mexicana para conocer el 
número de áreas protegidas estatales decretadas y cuáles de 
ellas contaban con un programa de manejo publicado; los 
resultados se resumen en la figura 8.1.

5	 Esta norma fue derogada en 2001 y reemplazada por la nom-
059-ecol-2001, que excluye de su listado las especies raras, 
por ser la rareza un criterio vinculado a su distribución y no 
uno de riesgo. En 2010 se publicó la última actualización de 
la misma: nom-059-semarnat-2010 (Semarnat 2010).

6	 La especie está considerada como en peligro de extinción 
por la nom-059-semarnat-2010.

7	 Estas condiciones han hecho, por ejemplo, que en México se 
consuma hasta el doble de agua embotellada que en Estados 
Unidos, a pesar de su alto costo y de la disparidad en la capa-
cidad adquisitiva entre los dos países (Biswas 2007; Alonso 
2010).

Amenazas Factores de presión Estados que los reportan

Factores sociales  
(cont.)

•	 Alta marginación
•	 Nulo desarrollo comunitario

Chiapas, Oaxaca, Guerrero

•	 Falta de aceptación del ap 
•	 Renuencia de la población a colaborar en programas de 

restauración ecológica 
•	 Nula valoración de los servicios ambientales e importancia de las ap

Querétaro, Tabasco, Veracruz, Michoacán

Factores 
institucionales

•	 Falta de coordinación intergubernamental en actividades tendientes 
a la conservación de recursos naturales

Chiapas, Oaxaca

•	 Marco legal débil
•	 Incertidumbre en el marco legal

Oaxaca, Veracruz

•	 Falta de vinculación de anp con comunidades
Guerrero

•	 Falta de operación adecuada de anp
•	 Vigilancia insuficiente
•	 Divulgación insuficiente de la información acerca de las ap
•	 Decreto y manejo sin involucrar a las comunidades 

Oaxaca

•	 Escasez del personal o de personal capacitado Oaxaca, Veracruz

•	 Financiamiento insuficiente para el adecuado manejo de la ap (p.ej., 
implementación de proyectos)

Oaxaca, Veracruz

•	 Ausencia de planes de manejo Oaxaca

•	 Falta de incentivos económicos para los propietarios de las tierras 
en ap

Querétaro

•	 Falta de educación ambiental Tabasco

Fuente: Elaboración propia con datos de consultas a los estados realizadas por medio del ifai. En 2011 se realizó una consulta por medio del ifai a todos 
los estados de la República mexicana, en la cual se pidió que identificaran las principales amenazas a las ap a su cargo.

Apéndice 8.1  [ concluye ]
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8	 El Fondo Forestal Mexicano se instrumentó para promover 
la conservación, el incremento, el aprovechamiento susten-
table y la restauración de los recursos forestales y de sus re-
cursos asociados, facilitando el acceso a los servicios finan-
cieros en el mercado e impulsando proyectos que contribuyan 
a la integración, a la competitividad en la cadena productiva 
y al desarrollo de los mecanismos de pago de servicios am
bientales.

9	 Es el proceso de distribución equilibrada y sustentable de la 
población y de las actividades económicas en el territorio 
nacional, y pretende contribuir a mejorar el nivel y la calidad 
de vida de la población urbana y rural, así como en los cen-
tros urbanos (lgah, art. 11; art. 2 fracción XIV y art. 3).
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